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consultar, examinar y requerir copias de documentos, 
formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e 
interponer recursos.

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y 
puede realizarse sin necesidad de representación a 
través de abogado, o de persona mayor cuando se trate 
de menores en relación a las entidades dedicadas a su 
protección o formación.

Artículo 14. Términos para resolver las distintas 
modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial 
y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá 
resolverse dentro de los quince (15) días siguientes 
a su recepción. Estará sometida a término especial la 
resolución de las siguientes peticiones:

1. Las peticiones de documentos y de informa-
ción deberán resolverse dentro de los diez (10) días 
siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha 
dado respuesta al peticionario, se entenderá, para to-
dos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha 
sido aceptada y, por consiguiente, la administración 
ya no podrá negar la entrega de dichos documentos 
al peticionario, y como consecuencia las copias se 
entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una 
consulta a las autoridades en relación con las materias 
a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) 
días siguientes a su recepción.

Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere 
posible resolver la petición en los plazos aquí señala-
dos, la autoridad debe informar esta circunstancia al 
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El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Sustitúyase el Título II, Derecho de 
Petición, Capítulo I, Derecho de Petición ante las 
autoridades-Reglas Generales, Capítulo II Derecho 
de petición ante autoridades-Reglas Especiales y Ca-
pítulo III Derecho de Petición ante organizaciones e 
instituciones privadas, artículos 13 a 33, de la Parte 
Primera de la Ley 1437 de 2011, por el siguiente:

TÍTULO II
DERECHO PETICIÓN

CAPÍTULO I
Derecho de petición ante autoridades  

Reglas generales
Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de 

petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho 
a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, 
en los términos señalados en este código, por motivos 
de interés general o particular, y a obtener pronta re-
solución completa y de fondo sobre la misma.

Toda actuación que inicie cualquier persona ante 
las autoridades implica el ejercicio del derecho de pe-
tición consagrado en el artículo 23 de la Constitución 
Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, 
entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconoci-
miento de un derecho, la intervención de una entidad 
o funcionario, la resolución de una situación jurídica, 
la prestación de un servicio, requerir información, 

LEY 1755 DE 2015
(junio 30)

por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un 
título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.
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interesado, antes del vencimiento del término señalado 
en la ley expresando los motivos de la demora y seña-
lando a la vez el plazo razonable en que se resolverá 
o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del 
inicialmente previsto.

Artículo 15. Presentación y radicación de peticio-
nes. Las peticiones podrán presentarse verbalmente y 
deberá quedar constancia de la misma, o por escrito, y a 
través de cualquier medio idóneo para la comunicación 
o transferencia de datos. Los recursos se presentarán 
conforme a las normas especiales de este código.

Cuando una petición no se acompañe de los docu-
mentos e informaciones requeridos por la ley, en el acto 
de recibo la autoridad deberá indicar al peticionario 
los que falten.

Si este insiste en que se radique, así se hará dejando 
constancia de los requisitos o documentos faltantes. 
Si quien presenta una petición verbal pide constancia 
de haberla presentado, el funcionario la expedirá en 
forma sucinta.

Las autoridades podrán exigir que ciertas peticio-
nes se presenten por escrito, y pondrán a disposición 
de los interesados, sin costo, a menos que una ley 
expresamente señale lo contrario, formularios y 
otros instrumentos estandarizados para facilitar su 
diligenciamiento. En todo caso, los peticionarios no 
quedarán impedidos para aportar o formular con su 
petición argumentos, pruebas o documentos adiciona-
les que los formularios no contemplen, sin que por su 
utilización las autoridades queden relevadas del deber 
de resolver sobre todos los aspectos y pruebas que les 
sean planteados o presentados más allá del contenido 
de dichos formularios.

A la petición escrita se podrá acompañar una copia 
que, recibida por el funcionario respectivo con anota-
ción de la fecha y hora de su presentación, y del número 
y clase de los documentos anexos, tendrá el mismo 
valor legal del original y se devolverá al interesado a 
través de cualquier medio idóneo para la comunicación 
o transferencia de datos. Esta autenticación no causará 
costo alguno al peticionario.

Parágrafo 1°. En caso de que la petición sea enviada 
a través de cualquier medio idóneo para la comunica-
ción o transferencia de datos, esta tendrá como datos 
de fecha y hora de radicación, así como el número y 
clase de documentos recibidos, los registrados en el 
medio por el cual se han recibido los documentos.

Parágrafo 2°. Ninguna autoridad podrá negarse a 
la recepción y radicación de solicitudes y peticiones 
respetuosas.

Parágrafo 3°. Cuando la petición se presente 

El Gobierno Nacional reglamentará la materia en un 
plazo no mayor a noventa (90) días, a partir de la 
promulgación de la presente ley.

Artículo 16. Contenido de las peticiones. Toda 
petición deberá contener, por lo menos:

l. La designación de la autoridad a la que se dirige.
2. Los nombres y apellidos completos del solicitan-

te y de su representante y o apoderado, si es el caso, 

con indicación de su documento de identidad y de la 
dirección donde recibirá correspondencia. El peticio-
nario podrá agregar el número de fax o la dirección 
electrónica. Si el peticionario es una persona privada 
que deba estar inscrita en el registro mercantil, estará 
obligada a indicar su dirección electrónica.

3. El objeto de la petición.
4. Las razones en las que fundamenta su petición.
5. La relación de los documentos que desee presentar 

para iniciar el trámite.

Parágrafo 1°. La autoridad tiene la obligación de 
examinar integralmente la petición, y en ningún caso 
la estimará incompleta por falta de requisitos o docu-
mentos que no se encuentren dentro del marco jurídico 
vigente, que no sean necesarios para resolverla o que 
se encuentren dentro de sus archivos.

Parágrafo 2°. En ningún caso podrá ser rechazada 
la petición por motivos de fundamentación inadecuada 
o incompleta.

Artículo 17. Peticiones incompletas y desistimiento 
tácito.
autoridad constate que una petición ya radicada está 
incompleta o que el peticionario deba realizar una 
gestión de trámite a su cargo, necesaria para adoptar 
una decisión de fondo, y que la actuación pueda con-
tinuar sin oponerse a la ley, requerirá al peticionario 
dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de 
radicación para que la complete en el término máximo 
de un (1) mes.

A partir del día siguiente en que el interesado aporte 
los documentos o informes requeridos, se reactivará 
el término para resolver la petición.

Se entenderá que el peticionario ha desistido de 
su solicitud o de la actuación cuando no satisfaga el 
requerimiento, salvo que antes de vencer el plazo 
concedido solicite prórroga hasta por un término igual.

Vencidos los términos establecidos en este artículo, 
sin que el peticionario haya cumplido el requerimiento, 
la autoridad decretará el desistimiento y el archivo del 
expediente, mediante acto administrativo motivado, 

-
camente procede recurso de reposición, sin perjuicio 
de que la respectiva solicitud pueda ser nuevamente 
presentada con el lleno de los requisitos legales.

Artículo 18. Desistimiento expreso de la petición. 
Los interesados podrán desistir en cualquier tiempo 
de sus peticiones, sin perjuicio de que la respectiva 
solicitud pueda ser nuevamente presentada con el 
lleno de los requisitos legales, pero las autoridades 

necesaria por razones de interés público; en tal caso 
expedirán resolución motivada.

Artículo 19. Peticiones irrespetuosas, oscuras o 
reiterativas. Toda petición debe ser respetuosa so 
pena de rechazo. Solo cuando no se comprenda la 

interesado para que la corrija o aclare dentro de los 
diez (10) días siguientes. En caso de no corregirse o 
aclararse, se archivará la petición. En ningún caso se 
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devolverán peticiones que se consideren inadecuadas 
o incompletas.

Respecto de peticiones reiterativas ya resueltas, la 
autoridad podrá remitirse a las respuestas anteriores, 
salvo que se trate de derechos imprescriptibles, o 
de peticiones que se hubieren negado por no acre-
ditar requisitos, siempre que en la nueva petición 
se subsane.

Artículo 20. Atención prioritaria de peticiones. 
Las autoridades darán atención prioritaria a las peti-
ciones de reconocimiento de un derecho fundamental 
cuando deban ser resueltas para evitar un perjuicio 
irremediable al peticionario, quien deberá probar 
sumariamente la titularidad del derecho y el riesgo 
del perjuicio invocado.

Cuando por razones de salud o de· seguridad per-
sonal esté en peligro inminente la vida o la integridad 
del destinatario de la medida solicitada, la autoridad 
adoptará de inmediato las medidas de urgencia nece-
sarias para conjurar dicho peligro, sin perjuicio del 
trámite que deba darse a la petición. Si la petición la 
realiza un periodista, para el ejercicio de su actividad, 
se tramitará preferencialmente.

Artículo 21. Funcionario sin competencia. Si la 
autoridad a quien se dirige la petición no es la com-
petente, se informará de inmediato al interesado si 
este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días 
siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro 
del término señalado remitirá la petición al competente 

en caso de no existir funcionario competente así se lo 
comunicará. Los términos para decidir o responder se 
contarán a partir del día siguiente a la recepción de la 
Petición por la autoridad competente.

Artículo 22. Organización para el trámite interno 
y decisión de las peticiones. Las autoridades regla-
mentarán la tramitación interna de las peticiones que 
les corresponda resolver, y la manera de atender las 
quejas para garantizar el buen funcionamiento de los 
servicios a su cargo.

Cuando más de diez (10) personas formulen pe-
ticiones análogas, de información, de interés general 
o de consulta, la Administración podrá dar una única 
respuesta que publicará en un diario de amplia circu-
lación, la pondrá en su página web y entregará copias 
de la misma a quienes las soliciten.

Artículo 23. Deberes especiales de los personeros 
distritales y municipales y de los servidores de la Pro-
curaduría y la Defensoría del Pueblo. Los servidores 
de la Procuraduría General de la Nación, de la Defen-
soría del Pueblo, así como los personeros distritales y 
municipales, según la órbita de competencia, tienen el 

persona que la solicite, para garantizarle el ejercicio del 
derecho constitucional de petición. Si fuere necesario, 
deberán intervenir ante las autoridades competentes 
con el objeto de exigirles, en cada caso concreto, 
el cumplimiento de sus deberes legales. Así mismo 
recibirán, en sustitución de dichas autoridades, las 
peticiones, quejas, reclamos o recursos que aquellas 
se hubieren abstenido de recibir, y se cerciorarán de 
su debida tramitación.

CAPÍTULO II
Derecho de petición ante autoridades

Reglas especiales
Artículo 24. Informaciones y documentos reserva-

dos. Solo tendrán carácter reservado las informaciones 
y documentos expresamente sometidos a reserva por 
la Constitución Política o la ley, y en especial:

1. Los relacionados con la defensa o seguridad 
nacionales.

2. Las instrucciones en materia diplomática o sobre 
negociaciones reservadas.

3. Los que involucren derechos a la privacidad e 
intimidad de las personas, incluidas en las hojas de 
vida, la historia laboral y los expedientes pensionales y 
demás registros de personal que obren en los archivos 
de las instituciones públicas o privadas, así como la 
historia clínica.

las operaciones de crédito público y tesorería que 
realice la nación, así como a los estudios técnicos de 
valoración de los activos de la nación. Estos docu-
mentos e informaciones estarán sometidos a reserva 
por un término de seis (6) meses contados a partir de 
la realización de la respectiva operación.

y comercial, en los términos de la Ley Estatutaria 
1266 de 2008.

6. Los protegidos por el secreto comercial o indus-
trial, así como los planes estratégicos de las empresas 
públicas de servicios públicos.

7. Los amparados por el secreto profesional.
8. Los datos genéticos humanos.
Parágrafo. Para efecto de la solicitud de información 

de carácter reservado, enunciada en los numerales 
3, 5, 6 y 7 solo podrá ser solicitada por el titular de 
la información, por sus apoderados o por personas 
autorizadas con facultad expresa para acceder a esa 
información.

Artículo 25. Rechazo de las peticiones de informa-
ción por motivo de reserva. Toda decisión que rechace 
la petición de informaciones o documentos será motiva-
da, indicará en forma precisa las disposiciones legales 
que impiden la entrega de información o documentos 

la decisión que rechace la petición de informaciones o 
documentos por motivos de reserva legal, no procede 
recurso alguno, salvo lo previsto en el artículo siguiente.

La restricción por reserva legal no se extenderá a 
otras piezas del respectivo expediente o actuación que 
no estén cubiertas por ella.

Artículo 26. Insistencia del solicitante en caso 
de reserva. Si la persona interesada insistiere en su 
petición de información o de documentos ante la 
autoridad que invoca la reserva, corresponderá al 
Tribunal Administrativo con jurisdicción en el lugar 
donde se encuentren los documentos, si se trata 
de autoridades nacionales, departamentales o del 
Distrito Capital de Bogotá, o al juez administrativo 
si se trata de autoridades distritales y municipales 
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decidir en única instancia si se niega o se acepta, 
total o parcialmente la petición formulada.

Para ello, el funcionario respectivo enviará la 
documentación correspondiente al tribunal o al juez 
administrativo, el cual decidirá dentro de los diez (10) 
días siguientes. Este término se interrumpirá en los 
siguientes casos:

1. Cuando el tribunal o el juez administrativo soli-
cite copia o fotocopia de los documentos sobre cuya 
divulgación deba decidir, o cualquier otra información 
que requieran, y hasta la fecha en la cual las reciba 

2. Cuando la autoridad solicite, a la sección del 
Consejo de Estado que el reglamento disponga, asumir 
conocimiento del asunto en atención a su importancia 

tema. Si al cabo de cinco (5) días la sección guarda 
silencio, o decide no avocar conocimiento, la actua-
ción continuará ante el respectivo tribunal o juzgado 
administrativo.

Parágrafo. El recurso de insistencia deberá interpo-
-

cación, o dentro de los diez (10) días siguientes a ella.
Artículo 27. Inaplicabilidad de las excepciones. El 

carácter reservado de una información o de determinados 
documentos, no será oponible a las autoridades judicia-
les, legislativas, ni a las autoridades administrativas que 
siendo constitucional o legalmente competentes para ello, 
los soliciten para el debido ejercicio de sus funciones. 
Corresponde a dichas autoridades asegurar la reserva de 
las informaciones y documentos que lleguen a conocer 
en desarrollo de lo previsto en este artículo.

Artículo 28. Alcance de los conceptos. Salvo dis-
posición legal en contrario, los conceptos emitidos por 
las autoridades como respuestas a peticiones realizadas 
en ejercicio del derecho a formular consultas no serán 
de obligatorio cumplimiento o ejecución.

Artículo 29. Reproducción de documentos. En nin-
gún caso el precio de las copias podrá exceder el valor 
de la reproducción. Los costos de la expedición de las 
copias correrán por cuenta del interesado en obtenerlas.

El valor de la reproducción no podrá ser superior 
al valor comercial de referencia en el mercado.

Artículo 30. Peticiones entre autoridades. Cuando 
una autoridad formule una petición de información 
o de documentos a otra, esta deberá resolverla en un 
término no mayor de diez (10) días. En los demás 
casos, resolverá las solicitudes dentro de los plazos 
previstos en el artículo 14.

Artículo 31. Falta disciplinaria. La falta de aten-
ción a las peticiones y a los términos para resolver, la 
contravención a las prohibiciones y el desconocimiento 
de los derechos de las personas de que trata esta Parte 
Primera del Código, constituirán falta para el servidor 
público y darán lugar a las sanciones correspondientes 
de acuerdo con el régimen disciplinario.

CAPÍTULO III
Derecho de petición ante organizaciones  

e instituciones privadas
Artículo 32. Derecho de petición ante organiza-

ciones privadas para garantizar los derechos funda-

mentales. Toda persona podrá ejercer el derecho de 
petición para garantizar sus derechos fundamentales 
ante organizaciones privadas con o sin personería 
jurídica, tales como sociedades, corporaciones, fun-
daciones, asoc1ac1ones, organizaciones religiosas, 

Salvo norma legal especial, el trámite y resolución 
de estas peticiones estarán sometidos a los principios 
y reglas establecidos en el Capítulo I de este título.

Las organizaciones privadas solo podrán invocar 
la reserva de la información solicitada en los casos 
expresamente establecidos en la Constitución Política 
y la ley.

Las peticiones ante las empresas o personas que 
administran archivos y bases de datos de carácter 

provenientes de terceros países se regirán por lo dis-
puesto en la Ley Estatutaria del Hábeas Data.

Parágrafo 1°. Este derecho también podrá ejer-
cerse ante personas naturales cuando frente a ellas 
el solicitante se encuentre en situaciones de indefen-
sión, subordinación o la persona natural se encuentre 
ejerciendo una función o posición dominante frente 
al peticionario.

Parágrafo 2°. Los personeros municipales y distri-
tales y la Defensoría del Pueblo prestarán asistencia 

garantizarle el ejercicio del derecho constitucional 
de petición que hubiere ejercido o desee ejercer ante 
organizaciones o instituciones privadas.

Parágrafo 3°. Ninguna entidad privada podrá 
negarse a la recepción y radicación de solicitudes y 
peticiones respetuosas, so pena de incurrir en sanciones 
y/o multas por parte de las autoridades competentes.

Artículo 33. Derecho de petición de los usuarios 
ante instituciones privadas. Sin perjuicio de lo dispues-
to en leyes especiales, a las Cajas de Compensación 
Familiar, a las Instituciones del Sistema de Seguridad 
Social Integral, a las entidades que conforman el 

que prestan servicios públicos y servicios públicos 
domiciliarios, que se rijan por el derecho privado, se 
les aplicarán en sus relaciones con los usuarios, en lo 
pertinente, las disposiciones sobre derecho de petición 
previstas en los dos capítulos anteriores.

Artículo 2°. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación y deroga las disposi-
ciones que le sean contrarias.

El Presidente del Honorable Senado de la República,
José David Name Cardozo.

El Secretario General del Honorable Senado de 
la República,

Gregorio Eljach Pacheco.
El Presidente de la Honorable Cámara de Repre-

sentantes,
Fabio Raúl Amín Saleme.

El Secretario General de la Honorable Cámara de 
Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.
En cumplimiento de lo dispuesto en la Sentencia 

C-951 del cuatro (4) de diciembre de dos mil catorce 
(2014) - Sala Plena - Radicación: PE-041, proferido 
por la Honorable Corte Constitucional, se procede a 
la sanción del proyecto de ley, la cual ordena la re-

misión del expediente al Congreso de la República, 
para continuar el trámite de rigor y posterior envío al 
Presidente de la República.

Dada en Bogotá, D. C., a 30 de junio de 2015.
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Justicia y del Derecho,
Yesid Reyes Alvarado.

A C T O S  L E G I S L AT I V O S

ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 01 DE 2015

(junio 25)
por el cual se reforma  el artículo  221   

de la Constitución Política de Colombia.
OFI15-00050533 / JMSC 110200
Bogotá D. C., jueves, 25 de junio de 2015
Doctora
DIOSELINA PARRA DE RINCÓN
Gerente General
IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA
Ciudad
Asunto: Acto Legislativo número 01 de 2015
Respetada señora Gerente General:
Por precisas instrucciones del señor Presidente de 

la República, teniendo en cuenta la solicitud del señor 
Secretario General de la Cámara de Representantes, 
doctor Gregorio Eljach Pacheco y de conformidad 
con la jurisprudencia pertinente, de manera atenta me 
permito remitir a usted, para publicación en el Diario 

 el texto del Proyecto de Acto Legislativo nú-
mero 22 de 2014 Senado - 167 de 2014 Cámara, por 
el cual se reforma  el artículo  221  de la Constitución  
Política  de Colombia.Segunda Vuelta. 

Cordialmente,
CRISTINA PARDO SCHLESINGER

Secretaria Jurídica
Anexo: lo enunciado

ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 01 DE 2015
(junio 25)

por el cual se reforma  el artículo  221   
de la Constitución  Política  de Colombia.

(Segunda Vuelta.) 
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El artículo 221 de la Constitución 

Política quedará así:

De las conductas punibles cometidas por los 
miembros de la Fuerza Pública en servicio activo, 
y en relación con el mismo servicio, conocerán las 
cortes marciales o tribunales militares, con arre-

glo a las prescripciones del Código Penal Militar. 
Tales Cortes o Tribunales estarán integrados por 
miembros de la Fuerza Pública en servicio activo 
o en retiro.

En la investigación y juzgamiento de las conduc-
tas punibles de los miembros de la Fuerza Pública, 

-
tamiento que reúna las condiciones objetivas del 
Derecho Internacional Humanitario, se aplicarán 

-
cales de la justicia ordinaria y de la Justicia Penal 
Militar o Policial que conozcan de las conductas de 
los miembros de la Fuerza Pública deberán tener 
formación y conocimiento adecuado del Derecho 
Internacional Humanitario.

La Justicia Penal Militar o policial será indepen-
diente del mando de la Fuerza Pública.

Artículo 2°. El presente acto legislativo rige a partir 
de la fecha de su promulgación.

El Presidente del honorable Senado de la República,

José David Name Cardozo.

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Repre-
sentantes,

Fabio Raúl Amín Saleme.

El Secretario General de la honorable Cámara de 
Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

Bogotá D. C., 12 de junio  de 2015
Doctor
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
Presidente de la República
Ciudad
Señor Presidente:
Acompañado de  todos sus antecedentes y debi-

damente autorizado por el doctor José David Name 
Cardozo, Presidente del Senado de la República, de 
la manera más atenta me permito enviar en doble 
ejemplar aprobado en segunda vuelta, el Proyecto 
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de Acto Legislativo número 22 de 2014 Senado 
- 167 de 2014 Cámara, por el cual se reforma el 
artículo 221 de la Constitución Política de Colom-
bia. (Segunda Vuelta).

El mencionado Proyecto de Acto Legislativo fue 
considerado y aprobado en las siguientes fechas:

Senado de la República: Sesión de la Comisión 
Primera el día 14 de abril de 2015 y Sesión Plenaria 
el día 29 de abril de 2015.

Cámara  de  Representantes: Sesión  de  la Comi-
sión Primera el día  19 de mayo de 2015 y en Sesión 
Plenaria los días 9 y 10 de junio de 2015.

Cordialmente,

*   *    *

ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 02 DE 2015

(julio 1º)

por medio del cual se adopta una reforma  
de equilibrio de poderes y reajuste institucional  

y se dictan otras disposiciones.

OFI15-00051361 / JMSC 110200

Bogotá, D. C., miércoles 1° de julio de 2015

Doctora

DIOSELINA PARRA DE RINCÓN

Gerente General

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA

Ciudad

Asunto: Acto Legislativo número 02 de 2015

Respetada señora Gerente General:

Por precisas instrucciones del señor Presidente de 
la República, teniendo en cuenta la solicitud del señor 
Secretario General de la Cámara de Representantes, 
doctor Gregorio Eljach Pacheco y de conformidad 
con la jurisprudencia pertinente, de manera atenta me 
permito remitir a usted, para publicación en el Diario 

, el texto del Proyecto de Acto Legislativo 
número 18 de 2014 Senado, 153 de 2014 Cámara, 
acumulado con los proyectos de Acto Legislativo 
números 02, 04, 05, 06 y 12 de 2014 Senado, por 
medio del cual se adopta una reforma de equilibrio 
de poderes y reajuste institucional y se dictan otras 
disposiciones.

Cordialmente,

Cristina Pardo Schlesinger,

Secretaria Jurídica.

Anexo: lo enunciado

ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 02 DE 2015
(julio 1°)

(SEGUNDA VUELTA)
por medio del cual se adopta una reforma 

de equilibrio de poderes y reajuste institucional  
y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia,
DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónense los incisos cuarto, quinto 
y sexto al artículo 112 de la Constitución Política, los 
cuales quedarán así:

El candidato que le siga en votos a quien la autoridad 
electoral declare elegido en el cargo de Presidente y 
Vicepresidente de la República, Gobernador de Depar-
tamento, Alcalde Distrital y Alcalde municipal tendrá 
el derecho personal a ocupar una curul en el Senado, 
Cámara de Representantes, Asamblea Departamental, 
Concejo Distrital y Concejo Municipal, respectivamen-
te, durante el período de la correspondiente corporación.

Las curules así asignadas en el Senado de la Repúbli-
ca y en la Cámara de Representantes serán adicionales 
a las previstas en los artículos 171 y 176. Las demás 
curules no aumentarán el número de miembros de 
dichas corporaciones.

En caso de no aceptación de la curul en las cor-
poraciones públicas de las entidades territoriales, la 
misma se asignará de acuerdo con la regla general 
de asignación de curules prevista en el artículo 263.

Parágrafo Transitorio. La asignación de las cu-
rules mencionadas en este artículo no será aplicable 
para las elecciones celebradas en el año 2015.

Artículo 2°. El artículo 126 de la Constitución 
Política quedará así:

Los servidores públicos no podrán en ejercicio 
de sus funciones, nombrar, postular, ni contratar con 
personas con las cuales tengan parentesco hasta el 

primero civil, o con quien estén ligados por matrimonio 
o unión permanente.

Tampoco podrán nombrar ni postular como ser-
vidores públicos, ni celebrar contratos estatales, con 
quienes hubieren intervenido en su postulación o 
designación, ni con personas que tengan con estas 
los mismos vínculos señalados en el inciso anterior.

Se exceptúan de lo previsto en este artículo los 
nombramientos que se hagan en aplicación de las 
normas vigentes sobre ingreso o ascenso por méritos 
en cargos de carrera.

Salvo los concursos regulados por la ley, la elec-
ción de servidores públicos atribuida a corporaciones 
públicas deberá estar precedida de una convocatoria 

procedimientos que garanticen los principios de publi-
cidad, transparencia, participación ciudadana, equidad 
de género y criterios de mérito para su selección.

Quien haya ejercido en propiedad alguno de los 
cargos en la siguiente lista, no podrá ser reelegido 
para el mismo. Tampoco podrá ser nominado para otro 
de estos cargos, ni ser elegido a un cargo de elección 



GACETA DEL CONGRESO  465  Viernes, 10 de julio de 2015 Página 7

popular, sino un año después de haber cesado en el 
ejercido de sus funciones:

Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte 
Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, de la 
Comisión Nacional de Disciplina Judicial, Miembro 
de la Comisión de Aforados, Miembro del Consejo 
Nacional Electoral, Fiscal General de la Nación, 
Procurador General de la Nación, Defensor del Pue-
blo, Contralor General de la República y Registrador 
Nacional del Estado Civil.

Artículo 3°. Deróguense los incisos 5° y 6° del 
artículo 127 de la Constitución Política.

Artículo 4°. El artículo 134 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 134. Los miembros de las Corporaciones 
Públicas de elección popular no tendrán suplentes. 
Solo podrán ser reemplazados en los casos de faltas 
absolutas o temporales que determine la ley, por los 
candidatos no elegidos que según el orden de inscrip-
ción o votación obtenida, le sigan en forma sucesiva 
y descendente en la misma lista electoral.

En ningún caso podrán ser reemplazados quienes 
sean condenados por delitos comunes relacionados 

contra la administración pública; contra los meca-
nismos de participación democrática, ni por Delitos 
de Lesa Humanidad. Tampoco quienes renuncien 
habiendo sido vinculados formalmente en Colombia 
a procesos penales por la comisión de tales delitos, 
ni las faltas temporales de aquellos contra quienes se 

procesos.
Para efectos de conformación de quórum se tendrá 

como número de miembros la totalidad de los inte-
grantes de la Corporación con excepción de aquellas 
curules que no puedan ser reemplazadas. La misma 
regla se aplicará en los eventos de impedimentos o 
recusaciones aceptadas.

Si por faltas absolutas que no den lugar a reemplazo 
los miembros de cuerpos colegiados elegidos en una 
misma circunscripción electoral quedan reducidos a 
la mitad o menos, el Consejo Nacional Electoral con-
vocará a elecciones para llenar las vacantes, siempre 
y cuando falten más de veinticuatro (24) meses para 
la terminación del periodo.

Parágrafo Transitorio. Mientras el legislador 
regula el régimen de reemplazos, se aplicarán las 
siguientes reglas: i) Constituyen faltas absolutas que 
dan lugar a reemplazo la muerte; la incapacidad física 
absoluta para el ejercicio del cargo; la declaración 

aceptada por la respectiva corporación; la sanción 
disciplinaria consistente en destitución, y la pérdida 
de investidura; ii) Constituyen faltas temporales que 
dan lugar a reemplazo, la licencia de maternidad y 
la medida de aseguramiento privativa de la libertad 
por delitos distintos a los mencionados en el presente 
artículo.

La prohibición de reemplazos se aplicará para las 
investigaciones judiciales que se iniciaron a partir de 
la vigencia del Acto Legislativo número 01 de 2009, 
con excepción del relacionado con la comisión de 

delitos contra la administración pública que se aplicará 
para las investigaciones que se inicien a partir de la 
vigencia del presente acto legislativo.

Artículo 5°. El artículo 174 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las 
acusaciones que formule la Cámara de Representantes 
contra el Presidente de la República o quien haga sus 
veces y contra los miembros de la Comisión de Afo-
rados, aunque hubieren cesado en el ejercicio de sus 
cargos. En este caso, será competente para conocer 
los hechos u omisiones ocurridos en el desempeño 
de los mismos.

Artículo 6°. Modifíquense los incisos segundo y 
cuarto del artículo 176 de la Constitución Política los 
cuales quedarán así:

Inciso segundo
Cada departamento y el Distrito capital de Bogotá, 

conformará una circunscripción territorial. Habrá dos 
representantes por cada circunscripción territorial y 
uno más por cada 365.000 habitantes o fracción mayor 
de 182.500 que tengan en exceso sobre los primeros 
365.000. La circunscripción territorial conformada por 
el departamento de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina, elegirá adicionalmente un (1) Representante 
por la comunidad raizal de dicho departamento, de 
conformidad con la ley.

Inciso cuarto
Las circunscripciones especiales asegurarán la 

participación en la Cámara de Representantes de los 
grupos étnicos y de los colombianos residentes en el 
exterior. Mediante estas circunscripciones se elegirán 
cuatro (4) Representantes, distribuidos así: dos (2) 
por la circunscripción de las comunidades afrodes-
cendientes, uno (1) por la circunscripción de las co-
munidades indígenas, y uno (1) por la circunscripción 
internacional. En esta última, solo se contabilizarán 
los votos depositados fuera del territorio nacional por 
ciudadanos residentes en el exterior.

Artículo 7°. El numeral tercero del artículo 178 
de la Constitución Política quedará así:

3. Acusar ante el Senado, previa solicitud de la 
Comisión de Investigación y Acusación de la Cámara 
de Representantes, cuando hubiere causas constitucio-
nales, al Presidente de la República o a quien haga sus 
veces y a los Miembros de la Comisión de Aforados.

Artículo 8°. Adiciónese a la Constitución Política 
el artículo 178-A:

Artículo 178-A. Los Magistrados de la Corte 
Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, 
del Consejo de Estado, de la Comisión Nacional de 
Disciplina Judicial y el Fiscal General de la Nación 
serán responsables por cualquier infracción a la ley 
disciplinaria o penal cometida en el ejercicio de sus 
funciones o con ocasión de estas. En todo caso, no 
podrá exigírseles en ningún tiempo responsabilidad 
por los votos y opiniones emitidos en sus providencias 
judiciales o consultivas, proferidas en ejercicio de su 
independencia funcional, sin perjuicio de la responsabi-
lidad a la que haya lugar por favorecer indebidamente 
intereses propios o ajenos.
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Una Comisión de Aforados será competente para 
investigar y acusar, conforme a la ley y los principios 
del debido proceso, a los funcionarios señalados en el 
inciso anterior, aunque hubieren cesado en el ejerci-
cio de sus cargos. En este caso, será competente para 
conocer de los hechos u omisiones ocurridos en el 
desempeño de los mismos.

de indignidad por mala conducta, la Comisión de 
Aforados adelantará la investigación y cuando hubiere 
lugar, presentará la acusación ante la Cámara de Re-
presentantes. En ningún caso se podrán imponer otras 
penas que la de suspensión o destitución del empleo. 
La decisión de la Cámara de Representantes podrá ser 
apelada ante el Senado de la República. El Congreso 
en ningún caso practicará pruebas. Contra la decisión 
del Senado no procederá ningún recurso ni acción.

de Aforados también presentará la acusación a la 
Corte Suprema de Justicia, para que allí se adelante el 
juzgamiento. En el caso de juicios contra magistrados 
de la Corte Suprema de Justicia, los conjueces serán 
designados por el Consejo de Estado.

La Comisión contará con un plazo de sesenta días 
para presentar la acusación cuando se trate de falta 
disciplinaria de indignidad por mala conducta, y la 
Cámara de Representantes tendrá treinta días para 
decidir. En todo caso, la Comisión podrá continuar con 
la investigación de la causa criminal de haber lugar 
a ello y, de encontrar mérito para acusar, adelantará 
el trámite previsto en el inciso anterior, en el término 
que disponga la ley.

La Comisión estará conformada por cinco miem-
bros, elegidos por el Congreso en Pleno para periodos 
personales de ocho años, de listas enviadas por el 
Consejo de Gobierno Judicial y elaboradas mediante 
convocatoria pública adelantada por la Gerencia de 
la Rama Judicial en los términos que disponga la ley.

Los miembros de la Comisión de Aforados deberán 
cumplir con las calidades exigidas para ser Magistrados 
de la Corte Suprema de Justicia y estarán sujetos al 
mismo régimen de inhabilidades e incompatibilidades.

Las Salas Plenas de la Corte Constitucional, de la 
Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de 
la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, podrán 
solicitar a la Comisión de Aforados la suspensión de uno 
de sus miembros mientras se decide la acusación por 
faltas disciplinarias de indignidad por mala conducta.

La ley establecerá el procedimiento para determinar 

en este artículo ejerzan funciones administrativas.
Parágrafo transitorio. Sin perjuicio de lo dispuesto 

en el numeral tercero del artículo 178, la Comisión 
de Investigación y Acusaciones de la Cámara de 
Representantes mantendrá, durante un año contado 
a partir de la entrada en vigencia del presente Acto 
Legislativo, la competencia para investigar los hechos 
ocurridos antes de la posesión de los magistrados de 
la Comisión de Aforados, que se le imputen a los 
aforados citados en este artículo y a los magistrados 
del Consejo Superior de la Judicatura. La Cámara de 
Representantes adoptará las decisiones administrativas 

necesarias para que en ese lapso, los representantes 
investigadores puedan:

a) Dictar resolución inhibitoria en los casos que 
no ameriten apertura formal de investigación cuan-
do aparezca que la conducta no ha existido, que es 
objetivamente atípica, que la acción penal no puede 
iniciarse o que está demostrada una causal de ausencia 
de responsabilidad.

b) Remitir la investigación a la autoridad com-
petente si se trata de hechos cometidos por fuera del 
ejercicio de sus funciones y el investigado hubiere 
cesado en el ejercicio de su cargo.

c) Ordenar la apertura de investigación cuando se 
encuentren dados los supuestos legales que lo ame-
riten y remitirla a la Comisión de Aforados para que 
asuma el proceso.

d) Presentar la acusación ante la Plenaria de la Cá-
mara de Representantes en relación con investigaciones 
abiertas, cuando se encuentren dados los supuestos 
legales que lo ameriten.

e) Remitir a la Comisión de Aforados todas las de-
más investigaciones, en el estado en que se encuentren, 
incluidas las adelantadas contra los magistrados del 
Consejo Superior de la Judicatura.

Mientras la ley no adopte el procedimiento aplica-
ble, la Comisión de Aforados se regirá por el régimen 
procesal utilizado en las investigaciones que adelanta 
la Comisión de Investigación y Acusación y las normas 

Artículo 9°. El artículo 197 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 197. No podrá ser elegido Presidente de la 
República el ciudadano que a cualquier título hubiere 
ejercido la Presidencia. Esta prohibición no cobija al 
Vicepresidente cuando la ha ejercido por menos de 
tres meses, en forma continua o discontinua, durante 
el cuatrienio. La prohibición de la reelección solo 
podrá ser reformada o derogada mediante referendo 
de iniciativa popular o asamblea constituyente.

No podrá ser elegido Presidente de la República 
o Vicepresidente quien hubiere incurrido en alguna 
de las causales de inhabilidad consagradas en los 
numerales 1, 4 y 7 del artículo 179, ni el ciudadano 
que un año antes de la elección haya tenido la inves-
tidura de Vicepresidente o ejercido cualquiera de los 
siguientes cargos:

Ministro, Director de Departamento Administra-
tivo, Magistrado de la Corte Suprema de Justicia, 
de la Corte Constitucional, del Consejo de Estado, 
Comisión Nacional de Disciplina Judicial, Miembro 
de la Comisión de Aforados o del Consejo Nacional 
Electoral, Procurador General de la Nación, Defensor 
del Pueblo, Contralor General de la República, Fiscal 
General de la Nación, Registrador Nacional del Estado 
Civil, Comandantes de las Fuerzas Militares, Auditor 
General de la República, Director General de la Policía, 
Gobernador de departamento o Alcalde.

Artículo 10. Elimínense los incisos segundo y 
tercero del artículo 204 de la Constitución Política.

Artículo 11. El artículo 231 de la Constitución 
Política quedará así:
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Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia y del Consejo de Estado serán elegidos por 
la respectiva Corporación, previa audiencia pública, 
de lista de diez elegibles enviada por el Consejo de 
Gobierno Judicial tras una convocatoria pública re-
glada de conformidad con la ley y adelantada por la 
Gerencia de la Rama Judicial.

En el conjunto de procesos de selección de los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se atenderá el criterio de equilibrio 
entre quienes provienen del ejercicio profesional, de 
la Rama Judicial y de la academia.

La Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado 
reglamentarán la fórmula de votación y el término en 
el cual deberán elegir a los Magistrados que conformen 
la respectiva corporación.

Artículo 12. Modifíquese el numeral cuarto del 
artículo 232 de la Constitución Política, el cual que-
dará así:

4. Haber desempeñado, durante quince años, car-
gos en la Rama Judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, 
la profesión de abogado o la cátedra universitaria en 
disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos 

Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, la cátedra 
universitaria deberá haber sido ejercida en disciplinas 
jurídicas relacionadas con el área de la magistratura 
a ejercer.

Artículo 13. El numeral cuarto del artículo 235 de 
la Constitución Política quedará así:

4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de 

Suprema de Justicia, al Vicepresidente de la República, 
a los Ministros del Despacho, al Procurador General, 
al Defensor del Pueblo, a los Agentes del Ministerio 
Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante 
los Tribunales; a los Directores de los Departamentos 
Administrativos, al Contralor General de la Repúbli-
ca, a los Embajadores y jefe de misión diplomática 
o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de 
Tribunales y a los Generales y Almirantes de la Fuerza 
Pública, por los hechos punibles que se les imputen.

Artículo 14. Agréguese un numeral 12 y modifí-
quese el 11 del artículo 241 de la Constitución Política 
los cuales quedarán así:

ocurran entre las distintas jurisdicciones.
12. Darse su propio reglamento.
Artículo 15. El artículo 254 de la Constitución 

Política quedará así:
Artículo 254. El Gobierno y la administración 

de la Rama Judicial estarán a cargo del Consejo de 
Gobierno Judicial y la Gerencia de la Rama Judicial. 
Estos órganos ejercerán las funciones que les atribuya 

efectiva y la independencia judicial. 
El Consejo de Gobierno Judicial es el órgano, 

de acuerdo con la ley y postular las listas y ternas de 
candidatos que la Constitución le ordene. También 
corresponde al Consejo de Gobierno Judicial regular 
los trámites judiciales y administrativos que se ade-
lanten en los despachos judiciales, en los aspectos no 
previstos por el legislador; expedir el reglamento del 
sistema de carrera judicial y de la Comisión de Carrera 
Judicial, cuya función será la vigilancia y control de 
la carrera; aprobar el proyecto de presupuesto de la 
Rama Judicial que deberá ser remitido al Gobierno; 

de la Gerencia de la Rama Judicial; supervisar a esta 
entidad, y rendir cuentas por su desempeño ante el 
Congreso de la República.

El Consejo de Gobierno Judicial estará integrado 
por nueve miembros: los Presidentes de la Corte 
Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado; el gerente de la Rama Judicial, quien 
deberá ser profesional con veinte años de experiencia, 
de los cuales diez deberán ser en administración de 
empresas o en entidades públicas, y será nombrado 
por el Consejo de Gobierno Judicial para un período 
de cuatro años; un representante de los magistrados de 
los Tribunales y de los jueces, elegido por ellos para 
un periodo de cuatro años; un representante de los 
empleados de la Rama Judicial elegido por estos para 
un periodo de cuatro años; tres miembros permanentes 
de dedicación exclusiva, nombrados por los demás 
miembros del Consejo de Gobierno Judicial, para un 
período de cuatro años. Ninguno de los miembros del 
Consejo de Gobierno Judicial podrá ser reelegido.

Los miembros permanentes de dedicación exclusiva 
mencionados en el inciso anterior estarán encargados 
de la planeación estratégica de la Rama Judicial y de 
proponer al Consejo de Gobierno Judicial, para su 
aprobación, las políticas públicas de la Rama Judicial. 
Deberán tener diez años de experiencia en diseño, eva-
luación o seguimiento de políticas públicas, modelos 
de gestión o administración pública. En su elección se 

y profesionales.
La ley estatutaria podrá determinar los temas espe-

directores de departamento administrativo, el Fiscal 
General de la Nación, así como representantes de 
académicos y de los abogados litigantes participarán 
en las reuniones del Consejo de Gobierno Judicial.

Artículo 16. El artículo 255 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 255. La Gerencia de la Rama Judicial es 
un órgano subordinado al Consejo de Gobierno Judi-
cial y estará organizada de acuerdo con el principio 
de desconcentración territorial.

La Gerencia de la Rama Judicial es la encargada 
de ejecutar las decisiones del Consejo de Gobierno 
Judicial, proveer apoyo administrativo y logístico a 
este órgano, administrar la Rama Judicial, elaborar 
para aprobación del Consejo de Gobierno Judicial 
el proyecto de presupuesto que deberá ser remitido 
al Gobierno, y ejecutarlo de conformidad con la 
aprobación que haga el Congreso, elaborar planes y 
programas para aprobación del Consejo de Gobierno 
Judicial, formular modelos de gestión e implementar 
los modelos procesales en el territorio nacional, ad-
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ministrar la Carrera Judicial, organizar la Comisión 
de Carrera Judicial, realizar los concursos y vigilar el 
rendimiento de los funcionarios y los despachos. El 
Gerente de la Rama Judicial representará legalmente 
a la Rama Judicial. Ejercerá las demás funciones que 
le atribuya la ley.

Artículo 17. Deróguese el artículo 256 de la Cons-
titución Política.

Artículo 18. Transitorio. El Gobierno Nacional 
deberá presentar antes de 1° de octubre de 2015 un pro-
yecto de ley estatutaria para regular el funcionamiento 
de los órganos de gobierno y administración judicial.

Las siguientes disposiciones regirán hasta que entre 
en vigencia dicha ley estatutaria:

l. Los órganos de gobierno y administración judicial 
serán conformados así:

a) Los miembros del Consejo de Gobierno Judicial 
deberán ser designados o electos dentro de dos meses 
contados a partir de la entrada en vigencia de este Acto 
Legislativo. Las elecciones del representante de los 
magistrados de tribunal y los jueces y del representante 
de los empleados judiciales serán realizadas por voto 
directo de sus pares de la Rama Judicial. Las elecciones 
serán organizadas por la Comisión Interinstitucional 
de la Rama Judicial.

b) Los miembros permanentes y de dedicación 
exclusiva del Consejo de Gobierno Judicial deberán 
ser elegidos dentro del plazo de dos meses posteriores 
a la elección o designación de los demás miembros 
del primer Consejo de Gobierno Judicial.

Para la primera conformación del Consejo de Go-
bierno Judicial, uno de los tres miembros permanentes 
y de dedicación exclusiva será elegido para un período 
de dos años, y otro será elegido para un período de 
tres años.

c) Para el primer Consejo de Gobierno Judicial, los 
miembros de este, excluyendo el Gerente de la Rama 
Judicial, tendrán un plazo de dos meses a partir de su 
elección, para elegir al Gerente de la Rama Judicial.

d) La Dirección Ejecutiva de Administración Judi-
cial en adelante se denominará Gerencia de la Rama 
Judicial y todas las dependencias de aquella formarán 
parte de esta. Todas las dependencias adscritas a la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura 
pasarán a formar parte de la Gerencia de la Rama 
Judicial, sin perjuicio de lo que disponga la ley o el 
Consejo de Gobierno Judicial.

e) La Comisión Interinstitucional de la Rama Ju-
dicial y la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura, continuarán ejerciendo sus funciones 
hasta que sea integrado el Consejo de Gobierno Judicial 
y sea elegido el Gerente de la Rama Judicial. Estos 
órganos deberán realizar una rendición de cuentas 
sobre el ejercicio de sus funciones contempladas en 
la ley dentro de los dos meses siguientes a la entrada 
en vigencia del presente Acto Legislativo.

f) Las Salas Administrativas de los Consejos Sec-
cionales de la Judicatura y las Direcciones Ejecutivas 
Seccionales de Administración Judicial continuarán 
ejerciendo sus funciones hasta que se expida la ley 
estatutaria. También ejercerán la función prevista en 
el artículo 85, numeral 18, de la Ley 270 de 1996.

g) Se garantizarán, sin solución de continuidad, los 
derechos de carrera de los Magistrados y empleados de 
las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales 
de la Judicatura, mediante la incorporación, transfor-
mación o vinculación en cargos de las corporaciones 
judiciales o cualquier otro de igual o superior cate-

garantizan los derechos de carrera de los empleados 
del Consejo Superior de la Judicatura.

h) Los concursos de méritos que en la actualidad 
adelanta la Unidad de Carrera Judicial seguirán su 
trámite por parte de la Gerencia de la Rama Judicial 
sin solución de continuidad.

2. Mientras se expide la ley estatutaria, el Consejo 
de Gobierno Judicial ejercerá las funciones previstas 
en el artículo 79, numerales 1, 2, 4, 5, 6 y 7; artículo 
85, numerales 5, 6, 9, 10, 13, 19, 22, 25, 27 y 29; ar-
tículo 88, numerales 2 y 4; y artículo 97, numerales 
1 y 2 de la Ley 270 de 1996. Además reglamentará 
provisionalmente los procesos de convocatoria pública 
que deba adelantar la Gerencia de la Rama Judicial.

3. Mientras se expide la ley estatutaria, la Gerencia 
de la Rama Judicial ejercerá las funciones previstas 
en el artículo 79, numeral 3; artículo 85, numerales 1, 
3, 4, 8, 11, 12, 14, 15, 16, 17, 20, 21, 24 y 28; artículo 
88, numeral 1; artículo 99, numerales 1 a 9; y será la 
autoridad nominadora para los cargos previstos en el 
artículo 131, numeral 9 de la Ley 270 de 1996. Las 
funciones previstas en el artículo 85, numerales 8 y 
11, serán ejercidas bajo la supervisión de la Comisión 
de Carrera.

4. La Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” 
ejercerá, además de las funciones ya asignadas a ella, 
la prevista en el artículo 85, numeral 23, de la Ley 
270 de 1996.

5. Las Altas Cortes y los Tribunales continuarán 
ejerciendo la función de autoridad nominadora prevista 
en el artículo 131, numerales 5 y 7 de la Ley 270 de 
1996. En el ejercicio de esta función deberán respetar 
siempre las listas de elegibles.

6. La autoridad nominadora para las Comisiones 
Seccionales de Disciplina Judicial será la Comisión 
Nacional de Disciplina Judicial. La autoridad nomi-
nadora para las Salas Administrativas de los Consejos 
Seccionales de la Judicatura, mientras subsistan, será 
el Consejo de Gobierno Judicial.

7. Las autoridades nominadoras previstas en el 
artículo 131, numerales 1, 2, 3, 4 y 8 de la Ley de 270 
de 1996 continuarán ejerciendo esta función.

Quedan derogados los numerales 3, 4, 5 y 7 del 
artículo 97 y el numeral 6 del artículo 131 de la Ley 
270 de 1996.

Artículo 19. El artículo 257 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 257. La Comisión Nacional de Disciplina 
Judicial ejercerá la función jurisdiccional disciplinaria 
sobre los funcionarios y empleados de la Rama Judicial.

Estará conformada por siete Magistrados, cuatro de 
los cuales serán elegidos por el Congreso en Pleno de 
ternas enviadas por el Consejo de Gobierno Judicial 
previa convocatoria pública reglada adelantada por la 
Gerencia de la Rama Judicial, y tres de los cuales serán 



GACETA DEL CONGRESO  465  Viernes, 10 de julio de 2015 Página 11

elegidos por el Congreso en Pleno de ternas enviadas 
por el Presidente de la República, previa convocatoria 
pública reglada. Tendrán periodos personales de ocho 
años, y deberán cumplir con los mismos requisitos 
exigidos para ser Magistrado de la Corte Suprema 
de Justicia.

Los Magistrados de la Comisión Nacional de Dis-
ciplina Judicial no podrán ser reelegidos.

Podrá haber Comisiones Seccionales de Disciplina 
Judicial integradas como lo señale la ley.

La Comisión Nacional de Disciplina Judicial será 
la encargada de examinar la conducta y sancionar las 
faltas de los abogados en ejercicio de su profesión, en 
la instancia que señale la ley, salvo que esta función 
se atribuya por la ley a un Colegio de Abogados.

Parágrafo. La Comisión Nacional de Disciplina 
Judicial y las Comisiones Seccionales de Disciplina 
Judicial no serán competentes para conocer de accio-
nes de tutela.

Parágrafo Transitorio 1°. Los Magistrados de la 
Comisión Nacional de Disciplina Judicial deberán 
ser elegidos dentro del año siguiente a la vigencia 
del presente acto legislativo. Una vez posesionados, 
la Comisión Nacional de Disciplina Judicial asumirá 
los procesos disciplinarios de la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. 
Los actuales Magistrados de la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, 
ejercerán sus funciones hasta el día que se posesionen 
los miembros de la Comisión Nacional de Disciplina 
Judicial. Las Salas Disciplinarias de los Consejos 
Seccionales de la Judicatura serán transformadas en 
Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial. Se 
garantizarán los derechos de carrera de los Magistrados 
y empleados de las salas disciplinarias de los Conse-
jos Seccionales de la Judicatura quienes continuarán 
conociendo de los procesos a su cargo, sin solución 
de continuidad.

Artículo 20. El artículo 263 de la Constitución 
Política pasará a ser 262 y quedará así:

Artículo 262. Los partidos, movimientos políticos 

participar en procesos de elección popular, inscribirán 
candidatos y listas únicas, cuyo número de integrantes 
no podrá exceder el de curules o cargos a proveer en 
la respectiva circunscripción, excepto en las que se 
eligen hasta dos miembros, las cuales podrán estar 
integradas hasta por tres (3) candidatos.

La selección de los candidatos de los partidos y 
movimientos políticos con personería jurídica se hará 
mediante mecanismos de democracia interna, de con-
formidad con la ley y los estatutos. En la conformación 
de las listas se observarán en forma progresiva, entre 
otros, los principios de paridad, alternancia y univer-
salidad, según lo determine la ley.

Cada partido o movimiento político podrá optar por 
el mecanismo de voto preferente. En tal caso, el elector 
podrá señalar el candidato de su preferencia entre los 
nombres de la lista que aparezcan en la tarjeta electoral. 
La lista se reordenará de acuerdo con la cantidad de 
votos obtenidos por cada uno de los candidatos. La 
asignación de curules entre los miembros de la res-
pectiva lista se hará en orden descendente empezando 

por el candidato que haya obtenido el mayor número 
de votos preferentes.

En el caso de los partidos y movimientos políticos 
que hayan optado por el mecanismo del voto preferente, 
los votos por el partido o movimiento que no hayan 
sido atribuidos por el elector a ningún candidato en 
particular, se contabilizarán a favor de la respectiva 
lista para efectos de la aplicación de las normas sobre 
el umbral y la cifra repartidora, pero no se computarán 
para la reordenación de la lista. Cuando el elector 
vote simultáneamente por el partido o movimiento 
político y por el candidato de su preferencia dentro de 
la respectiva lista, el voto será válido y se computará 
a favor del candidato.

estatal de las campañas, los mecanismos de democracia 
interna de los partidos, la inscripción de candidatos y 
listas propias o de coalición a cargos uninominales o 
a corporaciones públicas, la administración de recur-
sos y la protección de los derechos de los aspirantes. 
Los partidos y movimientos políticos con personería 
jurídica que sumados hayan obtenido una votación de 
hasta el quince por ciento (15%) de los votos válidos de 
la respectiva circunscripción, podrán presentar lista de 
candidatos en coalición para corporaciones públicas.

Artículo 21. El artículo 263A de la Constitución 
Política pasará a ser el 263 y quedará así:

Para garantizar la equitativa representación de los 
-

tivos de ciudadanos, las curules de las Corporaciones 
Públicas se distribuirán mediante el sistema de cifra 
repartidora entre las listas de candidatos que superen 
un mínimo de votos que no podrá ser inferior al tres 
por ciento (3%) de los votos válidos para Senado de 
la República o al cincuenta por ciento (50%) del cuo-
ciente electoral en el caso de las demás Corporaciones, 
conforme lo establezcan la Constitución y la ley.

La cifra repartidora resulta de dividir sucesivamente 
por uno, dos, tres o más, el número de votos por cada 
lista ordenando los resultados en forma decreciente 
hasta que se obtenga un número total de resultados igual 
al número de curules a proveer. El resultado menor se 
llamará cifra repartidora. Cada lista obtendrá tantas 
curules como veces esté contenida la cifra repartidora 
en el total de sus votos.

En las circunscripciones en las que se eligen dos 
miembros se aplicará el sistema de cuociente electoral 
entre las listas que superen en votos el 30% de dicho 
cuociente. En las circunscripciones en las que se elige 
un miembro, la curul se adjudicará a la lista mayoritaria.

Cuando ninguna de las listas supere el umbral, 
las curules se distribuirán entre todas las inscritas, de 
acuerdo con la regla de asignación que corresponda.

Artículo 22. Modifíquense los incisos quinto y 
sexto del artículo 267 de la Constitución Política los 
cuales quedarán así:

Inciso quinto
El Contralor será elegido por el Congreso en Pleno, 

por mayoría absoluta, en el primer mes de sus sesiones 
para un periodo igual al del Presidente de la Repúbli-
ca, de lista de elegibles conformada por convocatoria 
pública con base en lo dispuesto en el artículo 126 de 
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la Constitución y no podrá ser reelegido ni continuar en 
ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo.

Inciso sexto
Solo el Congreso puede admitir la renuncia que 

presente el Contralor y proveer las faltas absolutas y 
temporales del cargo.

Artículo 23. Modifíquense los incisos cuarto y 
octavo del artículo 272 de la Constitución Política.

Inciso Cuarto:
Los Contralores departamentales, distritales y 

municipales serán elegidos por las Asambleas De-
partamentales, Concejos Municipales y Distritales, 
mediante convocatoria pública conforme a la ley, 
siguiendo los principios de transparencia, publicidad, 
objetividad, participación ciudadana y equidad de gé-
nero, para periodo igual al del Gobernador o Alcalde, 
según el caso.

Inciso Octavo:
No podrá ser elegido quien sea o haya sido en el 

último año miembro de la Asamblea o Concejo que 
deba hacer la elección, ni quien haya ocupado cargo 
público en el nivel ejecutivo del orden departamental, 
distrital o municipal.

Artículo 24. El artículo 281 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 281. El Defensor del Pueblo ejercerá sus 
funciones de manera autónoma. Será elegido por la 
Cámara de Representantes para un periodo institucional 
de cuatro años de terna elaborada por el Presidente 
de la República.

Artículo 25. El artículo 283 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 283. La ley determinará lo relativo a la 
organización y funcionamiento de la Defensoría del 
Pueblo como ente autónomo administrativa y presu-
puestalmente.

Artículo 26. Concordancias, vigencias y deroga-
torias.

Sustitúyase la expresión “Consejo Superior de la 
Judicatura” por la de “Comisión Nacional de Disciplina 
Judicial” en el artículo 116 de la Constitución Política.

Sustitúyase la expresión “Consejo Superior de la 
Judicatura” por la de “Consejo de Gobierno Judicial” 
en el artículo 156 de la Constitución Política.

Elimínese la expresión “y podrán ser reelegidos 
por una sola vez” en el artículo 264 de la Constitución 
Política.

Elimínese la expresión “Podrá ser reelegido por 
una sola vez y” en el artículo 266 de la Constitución 
Política.

La Comisión de Investigación y Acusación de la 
Cámara de Representantes mencionada en el artículo 
178 de la Constitución Política, no será una de las 
comisiones permanentes previstas en el artículo 142 
de la misma.

Sustitúyase la expresión “Consejo Superior de la 
Judicatura” con “Consejo de Gobierno Judicial” en el 
artículo 341 de la Constitución Política.

Sustitúyase el encabezado del Capítulo 7° del 
Título VIII con el de “Gobierno y Administración de 
la Rama Judicial”.

Deróguese el artículo 261 de la Constitución Política 
y reenumérese el artículo 262 que pasará a ser el 261.

El presente Acto Legislativo rige a partir de su 
promulgación.

El Presidente del honorable Senado de la República,

José David Name Cardozo.

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Repre-
sentantes,

Fabio Raúl Amín Saleme.

El Secretario General de la honorable Cámara de 
Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

Bogotá, D. C., 22 de junio de 2015

Doctor

     JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

Presidente de la República

Ciudad

Señor Presidente:

Acompañado de todos sus antecedentes y debi-
damente autorizado por el doctor José David Name 
Cardozo, Presidente del Senado de la República, de 
la manera más atenta me permito enviar en doble 
ejemplar aprobado en Segunda Vuelta, el Proyecto de 
Acto Legislativo número 18 de 2014 Senado, 153 
de 2014 Cámara, Acumulado con los Proyectos de 
Acto Legislativo números 02, 04, 05, 06 y 12 de 2014 
Senado, por medio del cual se adopta una reforma 
de equilibrio de poderes y reajuste institucional y se 
dictan otras disposiciones.

El mencionado Proyecto de Acto Legislativo fue 
considerado y aprobado en Sesión de la Comisión 
Primera del Senado de la República el día 13 de abril 
de 2015 y en Sesión Plenaria el día 29 de abril de 
2015. En Sesión de la Comisión Primera de la Cámara 
de Representantes el día 21 de mayo de 2015 y en 
Sesión Plenaria el día 9 de junio de 2015. Informe de 
Conciliación en el Senado de la República el día 16 
de junio de 2015 y en la Cámara de Representantes 
el día 11 de junio de 2015.

Cordialmente,

Anexo: Expediente.
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TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 17 
DE JUNIO DE 2015 AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 54 DE 2014 SENADO
por la cual se crea el Sistema Nacional para la Se-
guridad Alimentaria y Nutricional (Sinsan), se crea 
la Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria y se 

establecen otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación, obligaciones  
y principios

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto constituir el Sistema Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional (Sinsan), como un sistema 
público intersectorial de articulación, orientación, 

-
reo de los recursos, ofertas institucionales, políticas, 
planes, programas, proyectos, acciones y presupues-
tos gubernamentales que existen alrededor de la Se-
guridad Alimentaria y Nutricional en el orden muni-
cipal, distrital, departamental y nacional, e incorpora 
diversos sectores del gobierno y la sociedad civil 
desde un enfoque diferencial y territorial. 

I. Crear la Agencia Nacional de Seguridad Ali-
mentaria y Nutricional como entidad rectora del 
Sinsan y sus instrumentos (observatorio de seguri-
dad alimentaria, red de veeduría alimentaria, sistema 
nacional de prevención y control nutricional, sistema 
de rendición de cuentas, vigilancia disciplinaria, sis-
tema de alertas tempranas, sistema de rendición de 
cuentas).

II. Determinar los principios, objetivos, obliga-
ciones, atributos, instrumentos, y responsables so-
bre los diferentes asuntos competencia del Sinsan y 
las instituciones que lo conforman a nivel nacional, 
regional y local, incluyendo la regulación relativa a 
gestión de presupuesto y rendición de cuentas.

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. Las determi-
naciones establecidas en esta ley son de orden públi-
co e interés general, y de observancia obligatoria en 
todo el territorio colombiano. Son aplicables a todas 
las entidades del orden nacional, regional, local y sus 
descentralizadas, responsables de la aplicación de las 
políticas, planes, programas, proyectos y acciones de 
Seguridad Alimentaria y Nutricional.

Artículo 3º. Conceptos. Los conceptos que se 
aplicarán al Sistema de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional son los siguientes:

1. Seguridad Alimentaria y Nutricional. Es un 
derecho humano, autonómico, inherente a la digni-
dad humana, universal, de orden público e interés so-

alimentos, el acceso y el consumo oportuno y perma-
nente de los mismos en cantidad, calidad e inocuidad 
por parte de todas las personas, bajo condiciones 

que permitan su adecuada utilización biológica, para 
llevar una vida saludable y activa. (Entendido este 
concepto en todas las dimensiones y aspectos que 

-
-

quen y/o complementen).
2. Derecho a la alimentación. Es un derecho hu-

mano, autonómico, inherente a la dignidad humana, 
universal e irrenunciable, de orden público e interés 
social, a no padecer hambre y a una alimentación 
adecuada.

El Estado velará por el acceso a los alimentos en 
óptimas condiciones de calidad, inocuidad, sobera-
nía y ayuda. Toda persona tiene derecho a un nivel de 
vida adecuado que le asegure, así como a su familia, 
la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, 
la asistencia médica y los servicios sociales necesa-
rios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de 
desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y 
otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia 
por circunstancias independientes de su voluntad. La 
maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados 
y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de 
matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a 
igual protección social.

3. Política de Seguridad Alimentaria y Nutri-
cional. Es el resultado de un proceso de participación 
y concertación entre entidades del nivel nacional, de-
partamental, distrital y municipal, con organizacio-
nes de la sociedad civil, organismos internacionales, 
universidades y gremios, entre otros y por lo tanto 
se constituye en una política de Estado. (Documento 
Conpes 113 de 2008).

4. Alimento o producto alimenticio. Se enten-
derá cualquier sustancia o producto destinados a ser 
ingeridos por los seres humanos o con probabilidad 
razonable de serlo, tanto si han sido transformados 
entera o parcialmente como si no. Incluye las bebi-
das, y cualquier sustancia, incluida el agua, incor-
porada voluntariamente al alimento durante su fa-
bricación, preparación o tratamiento. (No incluye 
animales vivos, las plantas antes de la cosecha; los 
medicamentos; los cosméticos; el tabaco y sus deri-
vados; las sustancias estupefacientes o psicotrópicas; 
ni los residuos y contaminantes).

5. Alimentación. Es el ingreso o aporte de los ali-
mentos en el organismo. Es el proceso por el cual 
tomamos una serie de sustancias contenidas en los 
alimentos que componen la dieta. Estas sustancias o 
nutrientes son imprescindibles para completar la nu-
trición. Una buena alimentación implica no solamen-
te ingerir los niveles apropiados de cada uno de los 
nutrientes, sino obtenerlos en un balance adecuado.

6. Hambre. Es una situación de inseguridad ali-
mentaria y de inseguridad nutricional, caracterizada 
por la falta de ingesta de alimentos básicos que pro-
veen la energía y los nutrientes para una vida produc-
tiva y activa de las personas.

T E X T O S  A P R O B A D O S  E N  P L E N A R I A
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7. Disponibilidad de Alimentos. Es la oferta o su-
ministro de alimentos de la canasta básica, en forma 

8. Acceso. Derecho que tienen los individuos o 
familias para adquirir los alimentos por medio de su 
capacidad para producirlos, comprarlos o mediante 
transferencias o donaciones. Sus determinantes bá-
sicos son el nivel de ingresos, la condición de vul-

distribución de ingresos y activos (monetarios y no 
monetarios) y los precios de los alimentos.

9. Consumo. Es la capacidad de la población para 
decidir adecuadamente sobre la forma de seleccio-
nar, almacenar, preparar, distribuir y consumir los 
alimentos a nivel individual, familiar y comunitario. 
Sus determinantes son: la cultura, los hábitos ali-
mentarios, la educación alimentaria y nutricional, la 
información comercial, el nivel educativo, la publi-
cidad, el tamaño y la composición de la familia.

10. Aprovechamiento o utilización biológica 
de los alimentos. Es el cómo y cuánto aprovecha el 
cuerpo humano los alimentos que consume y cómo 
los convierte en nutrientes para ser asimilados por el 
organismo.

Sus principales determinantes son: el medio am-
biente, el estado de salud de las personas, los entor-
nos y estilos de vida, la situación nutricional de la 
población, la disponibilidad, la calidad y el acceso 
a los servicios de salud, agua potable, saneamiento 
básico y fuentes de energía.

11. Calidad e inocuidad de los alimentos. Se 
-

tos que garantizan que sean aptos para el consumo 
humano, que exigen el cumplimiento de una serie de 
condiciones y medidas necesarias durante la cadena 
agroalimentaria hasta el consumo y el aprovecha-
miento de los mismos, asegurando que una vez in-
geridos no representen un riesgo (biológico, físico o 
químico) que menoscabe la salud. No se puede pres-
cindir de la inocuidad de un alimento al examinar la 
calidad, dado que la inocuidad es un atributo de la 
calidad. Sus determinantes básicos son: la normativi-
dad (elaboración, promoción, aplicación, seguimien-
to); la inspección, vigilancia y control; los riesgos 
biológicos, físicos y químicos, y la manipulación, 
conservación y preparación de los alimentos.

12. Nutrición. Es el conjunto de procesos me-
diante los cuales el organismo utiliza, transforma 
e incorpora a sus propios tejidos, una serie de sus-

básicos: suministrar energía necesaria para el man-
tenimiento del organismo y sus funciones, propor-
cionar los materiales necesarios para la formación, 
renovación y reparación de estructuras corporales y 
suministrar las sustancias necesarias para regular el 
metabolismo.

13. Estado Nutricional. Es el resultado de la re-
lación entre la ingesta de energía y nutrientes y el 
gasto dado por los requerimientos nutricionales para 

14. Malnutrición. Es la carencia, exceso o des-
equilibrio en la ingesta de energía, proteínas y/o 
otros nutrientes, que lleva a padecer enfermedades 

crónicas no transmisibles como las cardiovascula-
res, dislipidemias, obesidad, entre otras, así como 
la emaciación o bajo peso, retraso en el crecimien-
to, con una dieta que no proporciona los nutrientes 
adecuados para su crecimiento o mantenimiento, o 
sin utilizar plenamente los alimentos que ingieren 
debido a una enfermedad (desnutrición). También 
están malnutridas si consumen demasiadas calorías 
(sobrenutrición).

15. Desnutrición. Es un estado patológico, ines-

-
ración de los nutrientes a las células del organismo.

Artículo 4°. Principios. El Sistema Nacional de 
Seguridad Alimentaria y Nutricional se regirá por los 
siguientes principios:

1. Solidaridad. El Sinsan deberá fomentar el de-
sarrollo y ejecución de políticas públicas que contri-
buyan a la transformación de mentalidades y actitu-
des individuales así como a reducir las desigualda-
des existentes en la sociedad, aumentando el nivel 
de vida y las oportunidades de futuro de todas las 
personas, especialmente de las menos favorecidas 
socialmente. Las acciones encaminadas a la segu-
ridad alimentaria y nutricional deberán priorizar la 
dignidad de los colombianos.

2. Transparencia. Las actuaciones y acciones 
de los funcionarios responsables de la seguridad ali-
mentaria y nutricional en todos los niveles, deberán 
realizarse con base en información y métodos objeti-

-
nitoreo y evaluación permanente, y con rendición de 
cuentas para la auditoría social.

3. Soberanía Alimentaria. Es la capacidad que 
tiene la nación de decidir libremente sus políticas y 
estrategias de producción, transformación y consu-
mo de alimentos encaminados a garantizar el autoa-
bastecimiento.

4. Disponibilidad, integralidad y sostenibili-
dad. El Estado a través del Sinsan promoverá la 
disponibilidad de los recursos necesarios a mediano 
y largo plazo en el país, para garantizar de manera 
permanente la estabilidad de la oferta de alimentos 

-
pectos, acceso físico, económico, social, consumo 
y aprovechamiento biológico de los alimentos, que 
permitan satisfacer las necesidades de alimentación 
y nutrición de la población.

5. Descentralización. El Estado trasladará de 
acuerdo a su competencia, capacidades de decisión, 
formulación y manejo de recursos a los entes terri-
toriales, estableciendo que los programas nacionales 
en materia de seguridad alimentaria y nutricional se 
ejecuten desde los gobiernos departamentales, arti-
culados con las iniciativas locales y con participa-
ción ciudadana.

6. Participación Ciudadana. El Estado a través 
del Sinsan garantizará y promoverá la participación 
de la ciudadanía activa, a nivel individual u organi-

-
tión, diseño, ejecución y evaluación de la política, 
planes, programas y proyectos.
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7. Universalidad, Generalidad, Inclusión y 
Prohibición de Discriminación. Se prohíbe que, 
en la aplicación de esta ley y su normativa de de-
sarrollo se produzca discriminación alguna por 
motivo social, económico o político, ni por razones 
de género, etnia, raza, color, idioma, edad, religión, 
opinión política o de otra índole, origen nacional o 
cualquier otra condición social o de tal forma que 
todas las personas tengan acceso seguro y oportuno 
a alimentos sanos, inocuos y nutritivos, priorizando 
acciones a favor de los sectores de más bajos recur-
sos económicos, 
o ejercicio en igualdad del derecho a la alimenta-
ción, el derecho a producir, obtener, disponer y ac-

los medios y derechos para obtenerlos y la seguridad 
alimentaria y nutricional.

8. Equidad, Diferenciación, Acceso y Protec-
ción especial a los grupos vulnerables en Inse-
guridad Alimentaria. Se debe promover la reali-
zación del derecho a la seguridad alimentaria y 
nutricional en todo el territorio nacional y en todas 
las comunidades, priorizando la atención a los gru-
pos poblacionales que por sus condiciones de edad, 
bajos ingresos, factores étnicos, ubicación en zonas 
de riesgo, desplazamiento e inseguridad alimentaria, 
presentan los mayores niveles de vulnerabilidad.

Los programas económicos y sociales de las ins-
tituciones del Gobierno promoverán el desarrollo de 
las poblaciones con mayor índice de pobreza, toman-
do medidas que permitan obtener recursos para pro-
ducir, acceder y/o disponer de alimentos. Así mismo, 
se propiciará la adopción de medidas para que las 
mujeres productoras de alimentos, tengan acceso a 

y servicios disponibles.
Es deber del Estado promover un enfoque am-

pliamente participativo de todos los sectores, espe-
cialmente de los más vulnerables.

9. De respeto a la autonomía cultural. -
nición de programas y estrategias de seguridad ali-
mentaria se aplicarán teniendo en cuenta las tradi-
ciones y usos gastronómicos de las comunidades y la 
diversidad en los modos de producción, en especial 
la de los grupos étnicos.

 La presente ley incentiva la uti-
lización de los recursos humanos y técnicos priori-
zando la generación de capacidades de producción y 
rendimiento productivo, de los pequeños y medianos 
productores, estabilidad en las políticas económicas 

-
mentando programas de desarrollo y que los servi-
cios básicos brinden mayor cobertura y calidad.

11. Prevención. -
cipada para evitar un riesgo de daño grave o irrever-
sible a la soberanía y seguridad alimentaria y nutri-
cional con trazabilidad del riesgo alimentario del 
campo y el mar a la mesa.

12. Principio de protección especial. Serán su-
jetos de especial protección por parte del Sinsan 
los niños, niñas y adolescentes, mujeres en estado 
de embarazo, desplazados, víctimas de violencia y 

personas que sufren de enfermedades huérfanas 

y personas en condición de discapacidad. Para 
las mujeres en estado de gestación, se adoptarán 
medidas para garantizar el acceso a los servicios 
de seguridad alimentaria y nutricional acordes a 
las exigencias, su estado durante el mismo y con 
posterioridad a este.

CAPÍTULO II
Del Sistema Nacional de Seguridad  

Alimentaria y Nutricional
Artículo 5º. Sistema de Seguridad Alimentaria y 

Nutricional. Se reconoce el Sistema Nacional de Se-
guridad Alimentaria y Nutricional (SAN), como un 
sistema público intersectorial constituido por un con-
junto armonizado de orientaciones, principios, dere-
chos, deberes, normas, políticas, planes, programas, 
proyectos, acciones, competencias, procedimientos, 
controles, información, actividades, recursos, pro-
gramas e instituciones, que inciden en la producción 
primaria, transformación, acopio, distribución, co-
mercialización y consumo de los productos alimen-
tarios, con el propósito de garantizar el Derecho Hu-
mano a la alimentación y la seguridad alimentaria 
y nutricional, en el territorio nacional. Corresponde 
a la Agencia Nacional de SAN ejercer la rectoría y 
coordinación del Sistema Nacional de SAN.

Artículo 6º. Fines del Sistema Nacional de SAN:
1. Servir como instancia de concertación entre los 

diferentes agentes de la misma, de armonización de 
políticas entre los diferentes sectores involucrados y 
de seguimiento a las decisiones tomadas en el marco 
de la Política de SAN.

2. Facilitar las condiciones que permitan el Dere-
cho a la alimentación y la Seguridad Alimentaria y 
Nutricional en el territorio nacional.

3. Promover el principio y reconocimiento de la 
diversidad étnica y cultural de la nación, para asegu-
rar que los grupos étnicos, comunidades indígenas, 
afro, raizales y rom, sea protegida su identidad y de-
rechos culturales, la recuperación del capital natural 
y fortalecimiento de las capacidades de generar me-
dios de vida, patrones de consumo, la recuperación 
de tradiciones culinarias y la reactivación de los sis-
temas agroalimentarios propios.

4. Garantizar las medidas necesarias para promo-
ver el desarrollo económico y velar porque los par-
ticulares no priven a las personas del acceso perma-
nente a una alimentación adecuada.

5. Garantizar la atención directa de aquellos gru-
pos sociales, que se encuentren en situaciones en las 
que no pueden alimentarse por sus propios medios, 
o padecen hambre o desnutrición, mediante la pro-
visión de una cantidad mínima de alimentos y otor-
gar prioridad a quienes se encuentran en situación de 
mayor vulnerabilidad.

6. Generar las condiciones necesarias para que, 
desde el ámbito de sus competencias todas las en-
tidades estatales del nivel nacional, departamental, 
distrital y municipal competentes en la SAN, las en-
tidades territoriales y las organizaciones de la socie-
dad civil formulen y desarrollen planes, programas y 
proyectos integrales en SAN, garantizando la inter-
sectorialidad de las acciones, políticas y programas. 
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7. Garantizar la participación de la sociedad civil 
en los procesos de formulación, ejecución, monito-
reo y rendición de cuentas en planes, programas y 
proyectos en SAN, mediante la construcción de es-
pacios permanentes en los niveles nacional, departa-
mental, distrital y municipal.

Artículo 7°. Obligaciones. Las entidades guber-
namentales centrales y descentralizadas del orden 
nacional, departamental, municipal y distrital que 
conforman el Sistema Nacional de Seguridad Ali-
mentaria y Nutricional tendrán como deberes los si-
guientes:

1. El Gobierno nacional implementará una políti-
ca social de Estado que permita la articulación inter-
sectorial con el propósito de garantizar los compo-
nentes esenciales del derecho a la alimentación y la 
seguridad alimentaria, afectando de manera positiva 
los determinantes sociales de la seguridad alimenta-
ria, basada en la promoción de la salud, prevención 
de la enfermedad y su atención integral, oportuna y 
de calidad, al igual que rehabilitación.

-
vidades estratégicas prioritarias para el desarrollo de 
Sistema Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutri-
cional (Sinsan).

3. Garantizar la distribución y el acceso a alimen-
tos inocuos de manera permanente y oportuna, en su-

cultural. El Sinsan, promoverá el desarrollo agroin-
dustrial requerido para la dotación de los alimentos 
en las condiciones señaladas.

4. Impulsar programas que permitan el acceso a 
los medios de producción básicos y a los alimentos 
de la canasta básica familiar, que le permita satisfa-
cer las necesidades alimentarias y nutricionales a las 
familias en inseguridad alimentaria severa, priori-
zando las que tengan menores de 5 años, incluyendo 
las madres gestantes.

5. El sistema priorizará la seguridad alimentaria 
de los menores de 5 años y madres gestantes por ser 
una edad fundamental para formación física del ser 
humano, así mismo garantizará la adecuada nutri-
ción de los estudiantes menores de 14 años dentro de 
las instituciones públicas.

6. Priorizar los planes y programas para las pobla-
ciones afrodescendientes e indígenas que presenten 
mayor prevalencia en inseguridad alimentaria.

7. Incentivar el desarrollo de competencias para 
la producción de alimentos de autoconsumo de ma-
nera sostenible, competitiva y ambientalmente res-
ponsable.

8. Generar redes de articulación con los entes 
competentes en el desarrollo y sistema de abasteci-
miento de alimentos.

9. Promover las huertas comunitarias que permi-
tan el trabajo coordinado de la comunidad, que fo-
menten valores de solidaridad y trabajo en equipo.

10. Incentivar la formación para la producción 
agrícola y de huertas comunitarias en las escuelas 
rurales. 

11. Promover estrategias de formación y capaci-
tación en hábitos alimentarios, de higiene y estilos 
de vida saludable.

12. Promover en los territorios a nivel nacional 
donde hayan plantas de generación de biocombusti-
bles, proyectos que garanticen los niveles más bajos 
de inseguridad alimentaria en el país.

13. Promover campañas sobre modelos de nutri-
ción balanceada y de vida sana en los términos de 
la Ley 1355 de 2009, para la solución de problemas 
de salud pública por obesidad que permitan llegar a 
niveles aceptados por la OMS.

14. Implementar un Sistema Alimentario capaz 
de proveer, de manera sostenible, alimentos nutriti-
vos e inocuos, culturalmente aceptable enmarcado en 
nuestro patrimonio cultural y ambiental, y en nues-
tra capacidad de producción nacional de alimentos y 
su transformación priorizando la pequeña y mediana 
producción, con un sistema de acopio y gestión de 
precios que de manera equitativa asegure la disponi-
bilidad, el acceso, el consumo y el aprovechamien-
to biológico de los alimentos de todas y todos los 
colombianos y como oportunidad de desarrollo. El 
responsable de su Coordinación será la Agencia Na-
cional de Seguridad Alimentaria.

15. Establecer un Sistema Nutricional, que llene 
las necesidades energéticas, nutricionales y cultura-
les, y que garanticen la salud y el bienestar de nues-
tras comunidades, la eliminación de la malnutrición, 
priorizando la atención a mujeres embarazadas y 
lactantes y la erradicación de la desnutrición cróni-
ca infantil. El responsable de su coordinación es la 
Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria.

16. Promover Un Sistema Educativo que forme 
recursos humanos emprendedores, desarrollando ac-
titudes, habilidades, capacidades y conocimientos de 
la población estudiantil y la comunidad escolar que 
les permita un mejor aprovechamiento sostenible 
de los recursos locales, fortalezca la cultura de pro-
ducción y consumo basada en la diversidad cultural 
nacional y promueva cambios de comportamiento 
para mejorar el estado alimentario y nutricional de 
las familias colombianas. El responsable de su coor-
dinación es la Agencia Nacional de Seguridad Ali-
mentaria.

17. Preservar Un sistema ambiental natural que 
asegure la calidad del agua, suelo y biodiversidad, 
en el marco de la conservación y un manejo sos-
tenible de los recursos naturales, que garantice la 
alimentación y nutrición, la salud, la cultura y la 
riqueza de nuestras comunidades. El responsable de 
su coordinación es la Agencia Nacional de Seguri-
dad Alimentaria.

18. Desarrollar la Institucionalidad donde cada 
Ministerio vinculado con la seguridad alimentaria y 
nutricional, tiene la responsabilidad de coordinación, 
articulación y armonización de su competencia sec-
torial a lo interno de su sector y con otros sectores.

19. El Estado colombiano es responsable de crear 
un Ambiente Político, Económico y Social que ga-
rantice la institucionalidad y la sostenibilidad del 
quehacer de los sectores en el marco de una distribu-
ción justa de la riqueza que asegure la Seguridad Ali-



GACETA DEL CONGRESO  465  Viernes, 10 de julio de 2015 Página 17

mentaria y Nutricional y mejore la calidad de vida de 
las y los colombianos.

Artículo 8°. Constituye el Sistema Nacional de 
SAN. El Sinsan se constituye por:

1. El Estado colombiano a través de:
a) Las Entidades del Nivel Nacional Central:
- El Ministerio de Educación.
- El Ministerio de Salud.
- El Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
- El Ministerio de Agricultura y Desarrollo 

Rural.
- El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sos-

tenible.
- El Departamento Administrativo de la Presi-

dencia de la República.
- El Departamento de la Prosperidad Social.
- El Departamento Nacional de Planeación.
- El Incoder o la autoridad de tierras que haga 

sus veces.
b) Las Entidades Nacionales Descentralizadas:
- El Instituto Colombiano de Bienestar Fami-

liar (ICBF).
- El Invima.
- Coldeportes.
- La Agencia Nacional de Seguridad Alimenta-

ria y Nutricional.
c) Las entidades territoriales departamentales, 

distrital y municipales y sus descentralizadas que 
tengan a cargo labores relacionadas con la seguri-
dad alimentaria y nutricional;

d) El Ministerio Público que ejerce la protec-
ción del Derecho a la Alimentación y el control del 
gasto público en SAN. 

2. La Sociedad civil organizada, la academia y 
el sector privado que desarrollan labores relacio-
nadas con la SAN.

3. La Red de Veeduría Ciudadana de SAN en 
toda su estructura.

Parágrafo. La estructura de la Red de Veedu-
ría Ciudadana de SAN será determinada por las 
directrices de la Agencia Nacional de Seguridad 
Alimentaria.

CAPÍTULO III
De la Agencia Nacional de Seguridad  

Alimentaria y Nutricional
Artículo 9°. Creación de la Agencia Nacional 

de Seguridad Alimentaria y Nutricional. Créase la 
Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nu-
tricional, como una agencia estatal de naturaleza 
especial, de carácter técnico y ejecutivo, del sector 
descentralizado de la Rama Ejecutiva del Nivel Na-
cional, con personería jurídica, patrimonio propio y 

-
crita al Departamento Administrativo de la Presiden-
cia de la República.

Parágrafo transitorio. De conformidad con el ar-
tículo 150 numeral 10 de la Constitución Política, 
revístase al Presidente de la República de precisas 
facultades extraordinarias para:

1. Constituir la Agencia Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional (Ansan), como una agen-
cia estatal de naturaleza especial, de carácter técnico 
y ejecutivo, del sector descentralizado de la Rama 
Ejecutiva del Nivel Nacional, con personería jurídi-
ca, patrimonio propio y autonomía administrativa, 

-
nistrativo de la Presidencia de la República.

2. Fusionar, escindir, transformar, suprimir y re-
asignar funciones y competencias orgánicas, seña-

determinar su vinculación o adscripción, el número, 
estructura orgánica y orden de precedencia de agen-
cias nacionales y altas consejerías y otras entidades 
públicas de la rama ejecutiva del orden nacional que 
pasen a formar parte del Sinsan.

Las funciones señaladas en la presente ley para la 
Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria no se-

-

que se requieran para asumir las funciones y cargas 
de trabajo que reciba como consecuencia de la supre-
sión o transformación de las entidades.

Parágrafo 1°. Las facultades extraordinarias con-
feridas al Presidente de la República en el presente 

administración pública nacional serán ejercidas con 
-

ción del servicio público, hacer coherente la orga-
nización y funcionamiento de la administración pú-
blica y con el objeto de lograr la mayor rentabilidad 
social en el uso de los recursos públicos.

Parágrafo 2°. El Presidente de la República deter-
minará la planta de personal necesaria para el funcio-
namiento de las entidades creadas, escindidas, supri-
midas, fusionadas, o reestructuradas en desarrollo de 
estas facultades extraordinarias.

Parágrafo 3°. Se garantizará la protección de los 
derechos laborales de las personas vinculadas a las 
distintas entidades fusionadas, escindidas, reestruc-
turadas, liquidadas o reestructuradas. En los empleos 
que se creen se incorporarán los servidores públicos 
que cumplan estas funciones y cargas de trabajo, en 
las entidades suprimidas, fusionadas o reestructu-
radas, de acuerdo con las necesidades del servicio. 
Igualmente se realizarán los traslados de recursos a 
los cuales haya lugar.

Artículo 10. Domicilio. La Agencia Nacional de 
Seguridad Alimentaria y Nutricional, tendrá como 
domicilio la ciudad de Barranquilla, y ejercerá sus 
funciones a nivel nacional, para lo cual podrá con-
tar con dependencias o unidades a nivel territorial 
de acuerdo al nivel de vulnerabilidad a inseguridad 
alimentaria y nutricional.

Artículo 11. Objetivo. La Agencia Nacional de 
Seguridad Alimentaria y Nutricional será la encarga-

control, la información y comunicación y la articula-
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ción de las políticas, planes, programas, proyectos y 
acciones concernientes a la Seguridad Alimentaria y 
Nutricional en todos sus determinantes (disponibili-
dad, acceso, consumo, aprovechamiento biológico y 
calidad e inocuidad), concertará, articulará y acom-
pañará la ejecución de los recursos y programas, en 

año 2016.
Constituirá un espacio de participación de la so-

ciedad civil, que permita la planeación, el acompa-
ñamiento y el control social de las políticas públicas 
de SAN.

Artículo 12. Funciones. La Agencia Nacional de 
Seguridad Alimentaria y Nutricional ejercerá las si-
guientes funciones:

1. Ejercer la rectoría del Sistema Nacional de Se-
guridad Alimentaria y Nutricional en todos sus de-
terminantes (disponibilidad, acceso, consumo, apro-
vechamiento biológico y calidad e inocuidad) para 
lo cual tendrá competencia a prevención prevalente, 
cuando alguno de los actores del Sinsan incurriere 
en omisión para regular, vigilar, sancionar y ejecutar 
actuaciones e inversiones en SAN, para efectivizar 
y articular los diversos recursos, ofertas institucio-
nales, políticas, planes y programas que existan, con 
miras a la garantía de la Seguridad Alimentaria y 
Nutricional de la población en el orden institucional 
municipal, distrital, departamental y nacional.

2. Impulsar las buenas prácticas comerciales para 
supermercados, tiendas y proveedores en materias de 
etiquetado y difusión de productos alimenticios.

3. Diseñar las líneas generales de la política so-
cial del Estado para la articulación intersectorial con 
el propósito de garantizar los componentes esencia-
les del derecho, afectando de manera positiva los 
determinantes sociales de la seguridad alimentaria 
y nutricional, basada en la promoción de la salud, 
prevención de la enfermedad y su atención integral, 
oportuna y de calidad, al igual que rehabilitación.

3. Constituir un espacio legítimo de participación 
de la sociedad civil, que permita la planeación, el 
acompañamiento y el control social de las políticas 
públicas y acciones de SAN.

4. Promover e implementar una red interinstitu-
cional que facilite la implementación de estrategias 
progresivas de SAN y una red participativa civil de 
seguimiento, evaluación e intercambio de experien-
cias que permita el desarrollo, fortalecimiento y arti-
culación de los sistemas de información, vigilancia, 
monitoreo y evaluación de la Seguridad Alimentaria 
y Nutricional en Colombia, con énfasis en los terri-
torios de mayor incidencia de inseguridad alimenta-
ria y nutricional, que vincule las agencias naciona-

academia, y las organizaciones civiles de incidencia 
nacional en seguridad alimentaria. Enlazada con el 
Observatorio de Seguridad Alimentaria y Nutricio-
nal (OSAN).

5. Garantizar el acceso a una alimentación nutriti-
va y saludable por parte de toda la población colom-
biana, mediante la garantía en la oferta de productos 
provenientes de los sistemas agroalimentarios nacio-
nales, y garantizar alimentos prioritarios a los grupos 

vulnerables, menores de 5 años, madres gestantes y 
estudiantes menores de 14 años.

-
vidades estratégicas prioritarias para el desarrollo de 
Sistema Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutri-
cional (Sinsan).

7. Propender por el fortalecimiento de los siste-
mas agroalimentarios locales, entre ellos la Agricul-
tura Familiar/pequeña agricultura, proveedora de la 
mayor parte de los alimentos que se consumen en 
Colombia, América Latina y el Caribe y el mundo.

8. Generar redes de trabajo articuladas con los 
entes competentes en el desarrollo de sistemas lo-
cales de abastecimiento de alimentos e Incentivar la 
producción nacional de alimentos sustanciales para 
la buena nutrición de manera sostenible, equitativa, 
competitiva y ambientalmente responsable.

9. Priorizar los planes y programas para los gru-
pos étnicos y las personas afectadas por desastres 

prevalencia en inseguridad alimentaria y nutricional.
10. Contribuir a mejorar el acceso de alimentos 

a la población colombiana, en particular los grupos 
-

minuir la Inseguridad Alimentaria en el país, con el 
impulso de programas que permitan tener acceso a 
los medios de producción básicos y a los alimentos 
de la canasta básica familiar, que le permita satisfa-
cer las necesidades alimentarias y nutricionales a las 
familias en inseguridad alimentaria vulnerables.

11. Coordinar y facilitar la formulación, imple-
mentación, posicionamiento, difusión y comunica-
ción de la política pública de Seguridad Alimentaria 
y Nutricional (PP SAN) y del Plan Nacional de Se-
guridad Alimentaria y Nutricional (PN SAN).

12. Coordinar y dar asistencia técnica a los terri-
torios en la elaboración, implementación y segui-
miento y evaluación de los planes de seguridad Ali-
mentaria y Nutricional garantizando la participación 
de todos los sectores y la sociedad civil organizada.

13. Gestionar políticas y acciones que garanticen 
seguridad alimentaria y nutricional de la población, 
incluyendo la participación de los sectores público, 
privado y sociedad civil en la planeación, diseño, 
toma de decisiones, programación, ejecución de ac-
ciones, evaluación y actualización.

14. Garantizar la articulación y el trabajo intersec-
torial de la Política Nacional de Seguridad Alimen-
taria y Nutricional y el Plan de Seguridad Alimenta-
ria con todas las demás políticas del país que tengan 
conexidad con la misma que permita la alineación 
con el Sistema Nacional de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional.

15. Coordinar con el Observatorio de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional del país como instrumento 
de la agencia para el desarrollo de su rol, y difundir 
permanentemente los datos emitidos por el observa-
torio de seguridad alimentaria y nutricional del país, 
e implementarlos en las decisiones, planes y progra-
mas de SAN.

16. Coordinar con el Instituto de Vigilancia de 
Medicamentos y Alimentos (Invima), y demás auto-
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requeridas en los alimentos de consumo masivo, y 
velar que los alimentos presenten las medidas sanita-

17. Orientar las inversiones y gasto público en el 
país en seguridad alimentaria y nutricional.

18. Incentivar el desarrollo de competencias para 
la producción de alimentos saludables destinados 
al autoconsumo, de manera sostenible y ambiental-
mente responsables.

19. Diseñar las líneas generales de la política so-
cial del Estado para la articulación intersectorial con 
el propósito de garantizar los componentes esencia-
les del derecho, afectando de manera positiva los 
determinantes sociales de la seguridad alimentaria, 
basada en la promoción de la salud, prevención de 
la enfermedad y su atención integral, oportuna y de 
calidad, al igual que rehabilitación.

20. Promover la investigación e innovación, la 
gestión del conocimiento y la generación de indica-
dores en seguridad alimentaria y nutricional a nivel 
nacional y territorial y formular dictámenes cientí-

-
cionados con SAN, así como proporcionar análisis 
necesarios y la respuesta apropiada a dichos análisis.

21. Elaborar informes al Consejo Directivo de la 
ANSAN y hacer seguimiento al cumplimiento de sus 
metas y acuerdos en la implementación de la Política 
Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional y 
del Plan de Seguridad Alimentaria y Nutricional.

22. Articular toda la oferta institucional de orden 
nacional y la oferta privada en seguridad alimentaria 
y nutricional y garantizar el acceso de esta a los gru-
pos más vulnerables, e impulsar la creación de los 
planes territoriales de seguridad alimentaria, y reali-
zar monitoreo y evaluación para medir la efectividad 

plan estratégico que vincule a todas las instituciones 
que tengan que ver en la cadena de seguridad ali-
mentaria y nutricional.

23. Articular toda la oferta de cooperación inter-
nacional en Seguridad Alimentaria y Nutricional, en 
aquellos territorios de mayor problemática de inse-
guridad alimentaria y nutricional.

24. Promover convenios de cooperación técnica 
nacional e internacional que favorezcan la innova-
ción en proyectos de seguridad alimentaria y nutri-
cional.

-
gísticos para el funcionamiento de la Agencia Na-
cional de Seguridad Alimentaria y Nutricional (AN-
SAN).

26. Promover la realización de estudios anuales 
de seguridad alimentaria y nutricional, en colabo-
ración con las universidades públicas y privadas y 
evaluar la pertinencia de las ejecuciones al cumpli-
miento de los objetivos del Sistema Nacional de Se-
guridad Alimentaria.

27. Exigir que las entidades responsables de la 
prestación de servicios de salud, saneamiento básico, 
agua potable y energía mejoren en cobertura, acceso 

y calidad de los servicios para un mejor uso y apro-
vechamiento biológico de los alimentos.

28. Construir planes y programas especiales para 
las zonas del país de mayores prevalencias de des-
nutrición e inseguridad alimentaria y nutricional; la 

-
gentes de las instituciones competentes en las zonas 
del país, con énfasis donde la desnutrición grave ha 
sido endémica, se priorizarán las poblaciones indíge-
nas y afrodescendientes.

29. Promover una estrategia de información, edu-
cación y comunicación en seguridad alimentaria y 
nutricional, sobre modelos de nutrición balanceada, 
preparación de alimentos, práctica del deporte y há-
bitos alimentarios, de higiene y estilos de vida sana, 
conforme a la Ley 1355 de 2009.

30. Implementar el sistema de alerta temprana y 
gestión del riesgo en seguridad alimentaria y nutri-
cional que permita generar acciones oportunas para 
evitar situaciones adversas en SAN, así como para la 
construcción de redes de apoyo.

31. Presentar informes anuales al Presidente de la 
República, al Consejo Directivo y al Congreso de la 
República.

32. Orientar a los entes territoriales respecto a la 
aplicación de la normatividad de seguridad alimen-
taria y nutricional.

33. Coordinar con el Instituto Nacional de Sa-
lud y el Ministerio de Salud y Protección Social la 
creación e implementación del Sistema de Vigilancia 
Alimentaria y Nutricional nacional, departamental, 
distrital y municipal.

34. Las demás funciones que determine el Go-
bierno Nacional.

Parágrafo transitorio. La Agencia Nacional de Se-
guridad Alimentaria y Nutricional (ANSAN) diseña-
rá e implementará en un plazo no superior a tres (3) 
años un plan de acceso a agua potable para comuni-
dades de grupos étnicos en condiciones de pobreza 
extrema, que garantice un mejor uso y aprovecha-
miento biológico de los alimentos.

Artículo 13. Patrimonio y Recursos. El patrimo-
nio de la Agencia Nacional de Seguridad Alimenta-
ria y Nutricional, estará conformado por:

1. Los aportes que reciba del Presupuesto General 
de la Nación.

2. Los bienes, derechos y recursos que la Nación 
y las entidades descentralizadas territorialmente o 

cualquier título.
3. Los derechos de la Agencia Nacional de Segu-

ridad Alimentaria, que reciba por subrogación de los 
mismos y por los nuevos contratos que la Agencia 
celebre.

4. Los recursos que reciba por cualquier compen-
sación o contraprestación de origen contractual.

5. Los recursos que reciba por concepto de rega-
lías cuando desarrolle función de ejecución de pro-
yectos con estos recursos.
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6. Los derechos de producción y los bienes mue-
bles e inmuebles que pasen al Estado por termina-
ción de los contratos vigentes y aquellos que suscri-
ba la Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional en que aplique cláusula de reversión.

7. Los demás bienes o recursos que la Agencia 
Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional ad-
quiera o reciba a cualquier título.

Artículo 14. Organización y estructura. La Agen-
cia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional 
tendrá como órganos de dirección el Concejo Direc-
tivo y el Director que será de libre nombramiento 
y remoción del Presidente de la República, elegido 
de terna presentada por el Consejo Directivo de la 
Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria.

Para el ejercicio de las funciones establecidas, la 
Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutri-
cional, tendrá la estructura y funciones de cada cargo 
que determine el Gobierno nacional, en ejercicio de 
las facultades extraordinarias.

Artículo 15. Consejo Directivo. El Consejo Di-
rectivo estará integrado por los siguientes miembros, 
quienes podrán delegar a los funcionarios que deter-
minen para asistir en su representación:

1. El Director(a) del Departamento Administra-
tivo de la Presidencia de la República, quien lo pre-
sidirá.

2. El Ministro(a) de Salud.
3. El Ministro(a) de Hacienda y Crédito Público.
4. El Ministro(a) de Agricultura y Desarrollo rural.
5. El Ministro(a) de Ambiente y Desarrollo Sos-

tenible.
6. El Ministro(a) de Educación.
7. El Director(a) del Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar (ICBF).
8. El Director(a) del Invima.
9. El Director(a) del Departamento de la Prospe-

ridad Social.
10. El Director(a) del Departamento Nacional de 

Planeación.
11. Un representante de los centros de educación 

superior.
12. Un representante de las organizaciones inter-

nacionales que trabajan en la seguridad alimentaria, 
asistirá a las reuniones ordinarias y extraordinarias 
del Consejo Directivo en calidad de observador con 
voz pero sin voto.

13. Un representante de las comunidades étnicas 
del Gobierno nacional.

14. Un representante de la Federación Nacional 
de Departamentos.

15. Un representante de la Federación Nacional 
de Municipios.

16. El Director(a) de Coldeportes.
17. Un representante de la Sociedad Civil.
18. El Director(a) del Incoder o la autoridad de 

tierra que haga sus veces.

19. El Director(a) de la Agencia Nacional de Se-
guridad Alimentaria y Nutricional, asistirá a las reu-
niones ordinarias y extraordinarias del Consejo Di-
rectivo con voz pero sin voto.

El Consejo Directivo se reunirá por lo menos una 
vez al mes en la fecha que sea convocado por el Di-
rector General y podrá reunirse de manera extraordi-
naria cuando sus miembros lo soliciten.

Artículo 16. Funciones del Consejo Directivo. 
Son funciones del Consejo Directivo las siguientes:

1. Presentar una terna al Presidente de la Repúbli-
ca para que elija el Director de la Agencia Nacional 
de Seguridad Alimentaria.

2. Aprobar la política general de la Agencia Na-
cional de Seguridad Alimentaria y Nutricional, los 
planes y programas que deben proponerse para su 
incorporación a los planes sectoriales y a través de 
estos al Plan Nacional de Desarrollo.

3. Aprobar los criterios de asignación de áreas de 
protección especial para recuperación nutricional.

4. Aprobar los criterios para la promoción nacio-
nal e internacional de la seguridad alimentaria.

5. Aprobar la política de mejoramiento continuo 
de la Entidad, así como los programas orientados a 
garantizar el desarrollo administrativo.

6. Aprobar el proyecto de presupuesto anual y las 
-

nal de Seguridad Alimentaria y Nutricional.
7. Conocer de las evaluaciones semestrales de 

por el Director de la Agencia Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional.

-
nes de la estructura y de la planta de personal que 
considere pertinentes.

9. Ejercer las demás que se le asignen por el Go-
bierno Nacional conforme a la ley.

10. Ejercer las demás que se le asignen por el Go-
bierno Nacional.

Artículo 17. Director. La administración de la 
Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nu-
tricional estará a cargo de un Director, que será de 
libre nombramiento y remoción del Presidente de la 
República, elegido de terna presentada por el Con-
sejo Directivo de la Agencia Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional.

Artículo 18. Funciones del Director. Son funcio-
nes del Director de la Agencia Nacional de seguridad 
alimentaria y nutricional, las siguientes:

1. Dirigir, coordinar, controlar y evaluar la ejecu-
ción de las funciones a cargo de la Agencia Nacional 
de Seguridad Alimentaria y Nutricional.

2. Ejercer la representación legal de la Agencia 
Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional.

3. Adoptar las normas internas necesarias para el 
funcionamiento de la Agencia Nacional de Seguri-
dad Alimentaria y Nutricional.

4. Ejecutar las decisiones y acuerdos del Consejo 
Directivo y rendir los informes correspondientes.



GACETA DEL CONGRESO  465  Viernes, 10 de julio de 2015 Página 21

5. Preparar y presentar para aprobación del Con-
sejo Directivo el anteproyecto de presupuesto de la 
Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria, y las 

-
ción a las normas sobre la materia.

6. Ejercer la función de control disciplinario in-
terno en los términos de la ley.

7. Ejercer la facultad nominadora de los emplea-
dos de la Agencia Nacional de Seguridad Alimenta-
ria y Nutricional, con excepción de las atribuidas a 
otra autoridad.

8. Distribuir los cargos de la planta de personal, 
de acuerdo con la estructura, las necesidades de la 
organización y sus planes y programas.

9. Ejecutar y evaluar las estrategias de promoción 
nacional e internacional de la exploración y explota-
ción de minerales.

10. Crear y organizar con carácter permanente o 
transitorio grupos internos de trabajo.

11. Celebrar contratos, ordenar el gasto y ejecutar 
los actos necesarios para el cumplimiento del objeto 
y de las funciones de la Agencia Nacional de Seguri-
dad Alimentaria, además de efectuar el seguimiento 
de los contratos y convenios celebrados.

12. Suscribir los actos administrativos necesarios 
y pertinentes de conformidad con la normativa vi-
gente.

13. Presentar al Gobierno Nacional y al Ministro 
de Salud, los informes que soliciten, y proporcionar 
a las demás autoridades u organismos públicos la in-
formación que deba ser suministrada de conformi-
dad con la ley.

14. Convocar al Consejo Directivo y asistir a sus 
reuniones ordinarias y extraordinarias.

15. Diseñar la política general de la Agencia Na-
cional de Seguridad Alimentaria y Nutricional, los 
planes y programas que deben proponerse para su 
incorporación a los planes sectoriales y a través de 
estos al Plan Nacional de Desarrollo.

protección especial para recuperación nutricional.
-

nal e internacional de la seguridad alimentaria.
18. Proyectar la política de mejoramiento conti-

nuo de la Entidad, así como los programas orienta-
dos a garantizar el desarrollo administrativo.

-
caciones al presupuesto de la Agencia Nacional de 
Seguridad Alimentaria y Nutricional.

20. Disponer y orientar la administración de los 
bienes muebles e inmuebles que pasen a la Nación 
como vacantes o mostrencos.

21. Diseñar, implementar, evaluar y divulgar pla-
nes, programas, proyectos, políticas y estrategias de 
promoción de la seguridad alimentaria con base en la 
información entregada por el Observatorio de Segu-
ridad Alimentaria y Nutricional.

22. Apoyar al Ministerio de Salud, cuando lo so-

desarrollo y ejecución de las políticas, planes, pro-

gramas, proyectos y acciones inherentes a la seguri-
dad alimentaria nacional.

23. Implementar, mantener y mejorar el sistema 
integrado de gestión institucional de la Agencia Na-
cional de Seguridad Alimentaria y Nutricional.

24. Distribuir entre las diferentes dependencias 
de la Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional, las funciones y competencias que la ley 
le otorgue a la entidad cuando las mismas no estén 
asignadas expresamente a alguna de ellas.

25. Las demás que se le asignen por el Gobierno 
Nacional.

CAPÍTULO IV
De los recursos, instrumentos y mecanismos  

del sistema
Artículo 19. Observatorio de Seguridad Alimen-

taria. El sistema estará articulado con el Observa-
torio de Seguridad Alimentaria y Nutricional que 
estará adscrito a la Agencia Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional. Este Observatorio pro-

estandarización de indicadores en los ámbitos local, 
regional y nacional; propondrá líneas de investiga-
ción, acción, participación y promoverá los mecanis-
mos necesarios para realimentar el sistema con base 
en la evidencia obtenida de los anteriores procesos 
investigativos y en general tendrá la misma estructu-
ra y funciones delegadas por la Agencia Nacional de 
Seguridad Alimentaria.

Parágrafo. A partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley, la Agencia Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional (Ansan) en coordinación 
con el Observatorio, realizarán censo nacional de la 
niñez desnutrida perteneciente a los grupos étnicos.

Artículo 20. Política de Seguridad Alimentaria. 
Para garantizar que la política de seguridad alimen-
taria y nutricional sea de Estado, tanto la Nación 
como los departamentos, distritos y municipios, for-
mularán planes, programas, proyectos y acciones de 
seguridad alimentaria y nutricional en concordancia 
con el Sinsan, enfoque de derechos que sean cohe-
rentes con la política nacional y estén acordes con 
las particularidades de cada uno de los territorios. 

desarrollarse en los planes de desarrollo, plan de in-
versión, planes de ordenamiento territorial y demás 
instrumentos de planeación.

Parágrafo. Las asociaciones, organizaciones y te-
rritorios étnicos participarán en la operación de los 
programas de soberanía alimentaria, con supervisión 
de la Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional (Ansan).

Artículo 21. Planes de Seguridad Alimentaria. 
Los planes de seguridad alimentaria y nutricional 
deberán establecer criterios de focalización de te-
rritorios, comunidades, familias y personas para los 

y oportunidades para la realización del derecho a la 
alimentación y demás derechos conexos y estable-
cerán indicadores y metas de realización progresiva, 
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Parágrafo 1°. La Agencia Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional (Ansan) y el Ministerio 
de Salud y Protección Social diseñarán con las co-
munidades étnicas a intervenir planes de seguridad 
alimentaria y nutricional. Rendirán al Congreso de 
la República y las organizaciones étnicas informe 
anual sobre los avances e impactos generados con 
su implementación. Parágrafo 2°. La Agencia Nacio-
nal de Seguridad Alimentaria y Nutricional (Ansan) 
replanteará y desmontará progresivamente políticas, 
planes, programas y proyectos de nutrición de corte 
asistencialista, y los redireccionará al diseño e im-
plementación de políticas concertadas y sostenibles, 
dirigidas a empoderar en soberanía alimentaria a los 
grupos étnicos vulnerables, en el marco de sus tradi-
ciones culturales y expectativas.

Artículo 22. Estrategias y seguimiento de las 
políticas, planes, programas y acciones de seguri-
dad alimentaria y nutricional. El Presidente de la 
República por medio de la Agencia Nacional de Se-
guridad Alimentaria, establecerá los mecanismos de 
seguimiento y evaluación a la política de seguridad 
alimentaria apoyados en sistemas de información, 
investigación e innovación tecnológica del gobierno, 
que permitan la realización de ajustes y proyeccio-
nes. También deberán contar con mecanismos para 
facilitar la creación de veedurías ciudadanas y de-
terminarán el proceso anual de rendición social de 
cuentas.

Estas estrategias estarán enmarcadas en los si-
guientes aspectos:

1. Articulación con políticas nacionales de desa-
rrollo.

2. Establecimiento del Sistema Nacional de Segu-
ridad Alimentaria y Nutricional.

3. Actualización y desarrollo armónico del marco 
jurídico sobre legislación nutricional en todo el terri-
torio nacional.

4. Sensibilización.
5. Concertación y articulación de los actores prin-

cipales.
6. Generación de empleo.
7. Promoción de sistemas de producción sostenible.

9. Formación de capital humano.
10. Respuesta ante emergencias.
11. Establecimiento del sistema de información, 

monitoreo y evaluación en Seguridad Alimentaria y 
Nutricional.

12. Respeto a la diversidad étnica y cultural.
13. Además, implementará las estrategias de ac-

ción institucional en la perspectiva heterogénea que 
impacte los medios económicos, la calidad de vida y 
de Bienestar y acciones transversales que propendan 
a consolidar la construcción y Desarrollo de la insti-
tucionalidad para el sistema de seguridad alimenta-
rio y nutrición.

14. De implementación de Planes territoriales que 
desarrollen el sistema de seguridad alimentario y nu-
trición.

15. De concertación de alianzas estratégicas.
16. De participación social y comunitaria en los 

planes, programas y proyectos que apliquen efecti-
vamente el sistema de seguridad alimentario y nu-
trición.

17. De divulgación, promoción, información, 
educación y comunicación del sistema de seguridad 
alimentario y nutrición; y por último.

18. Estrategias de Seguimiento, evaluación y pla-
nes de mejoramiento al sistema de seguridad alimen-
tario y nutrición.

Artículo 23. Sistema de Información Integral de 
Seguridad Alimentaria. Se creará un sistema virtual 
de información para la vigilancia de la nutrición, me-
diante el cual se realizará la recolección periódica de 
información nutricional, usada para tomar decisiones 
sobre medidas y políticas que afectan a la nutrición, 
y prevenir y actuar en situaciones de emergencia; la 
vigilancia nutricional estará interconectada con los 
sistemas de alerta temprana para medir cambios en el 
estado nutricional de distintas poblaciones a lo largo 

-
puesta apropiadas.

Artículo 24. Sistema de alertas tempranas. La 
Defensoría del Pueblo y las Personerías de todo el 
país, utilizarán un sistema de alertas tempranas como 

-
nera técnica de la información relacionada con si-
tuaciones de vulnerabilidad y riesgo de la población 
civil, en materia de seguridad alimentaria mediante 
un sistema de información diseñado para dar segui-
miento a indicadores que pueden predecir o advertir 
sobre la escasez de alimentos, el agravamiento de la 
situación alimentaria o una hambruna inminentes, y 
tendrán la obligación de advertir a las autoridades 
concernidas con el deber de protección de seguridad 
alimentaria para que se coordine y brinde una aten-
ción oportuna e integral a las comunidades afectadas, 
en aras de potenciar los esquemas preventivos como 
forma de evitar, mitigar o minimizar los riesgos de 
violaciones masivas a los derechos nutricionales de 
la población.

Artículo 25. Sistema de rendición de cuentas. Los 
responsables de la seguridad alimentaria en todo el 
país tendrán la obligación legal y técnica de realizar 
la presentación de la Rendición de Cuenta e Informes 
consolidados bimensuales a la Agencia Nacional de 
Seguridad Alimentaria que cree el gobierno nacio-
nal, mediante el Sistema de Rendición Electrónica 
de la Cuenta e Informes de Seguridad Alimentaria 
(Sisresea), sobre las actuaciones legales, técnicas, 

-
guridad alimentaria.

Artículo 26. Modalidades de rendición de cuen-
tas. Todos los servidores públicos responsables de 
ejecutar los planes, programas, proyectos y acciones 

por la Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria 
que cree el gobierno nacional, tendrán el deber de in-
formar y responder, sobre la gestión desarrollada en 
materia de seguridad alimentaria. La omisión de este 
deber será causal de mala conducta y destitución. La 
rendición de cuentas tendrá cinco modalidades.
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Artículo 27. Gasto público por resultados en SAN.
a) Las Instituciones nacionales y descentralizadas 

que forman parte del Sistema de Seguridad Alimen-
taria y Nutricional, priorizarán en su partida presu-
puestaria la asignación de recursos en el Presupuesto 
General de la República y de la cooperación inter-
nacional, asociados a programas, proyectos y activi-
dades de Seguridad Alimentaria y Nutricional, con 
equidad de género y generacional. De conformidad 
con el presupuesto anual correspondiente al plan de 
trabajo y los planes de acción anuales, presentados 
por cada responsable en la materia a la Agencia Na-
cional de Seguridad Alimentaria;

b) Los Programas de Inversión Municipal, distri-
tal y Departamental, deberán estar orientados a de-
sarrollar, de manera coordinada con las demás ins-
tituciones públicas, estrategias para el fomento de 
la Seguridad Alimentaria y Nutricional, por medio 
de programas y proyectos con fondos propios o con 
recursos provenientes del Presupuesto General de la 
República;

c) El Ministerio de Hacienda y Crédito Públi-
co, deberá incorporar una partida presupuestaria de 
acuerdo a los instrumentos y mecanismos estableci-
dos en el Presupuesto General de la República, para 
la aplicación de la presente ley. La asignación de re-
cursos presupuestarios estará basada en las necesi-
dades y requerimientos del Sistema Nacional de Se-
guridad Alimentaria y nutricional y las capacidades 

d) El Congreso de la República en el proceso de 
aprobación del Presupuesto General de la República 

SAN que serán asignadas a cada una de las institu-
ciones responsables de implementar las medidas de-
rivadas de esta ley.

Artículo 28. Sanciones. Toda actuación que con-
travenga la presente ley y su reglamento, o las normas 
derivadas de estos, dará lugar a la imposición de san-
ciones a las y los servidores públicos y demás perso-
nas responsables, de conformidad con lo dispuesto en 

Parágrafo. Toda madre cabeza de hogar que se 
-

cional que adelante directamente o por medio de en-
tidades nacionales, territoriales o descentralizadas, 
relacionados con la presente estrategia de seguridad 
alimentaria y demás planes, programas y proyec-
tos conexos al mismo, deberá aportar previamente 
constancia de haber realizado las acciones judiciales 
civiles, de familia y penales pertinentes contra el pa-
dre que está faltando al cumplimiento de su deber 
paterno; de lo contrario no podrá acceder a ningún 

condición de madre cabeza de hogar.
Parágrafo 2°. El Gobierno nacional directamente 

o por medio del ICBF, Comisarias de Familia, Per-
sonerías, Defensoría del Pueblo, la Procuraduría Ge-
neral de la Nación y la Agencia Nacional de Seguri-

judiciales civiles, de familia y penales en contra de 
los padres que no cumplieren con las obligaciones 
alimentarias con sus hijos.

Artículo 29. Seguimiento y protección a los de-
rechos humanos. La Procuraduría General de la Na-
ción deberá designar en forma permanente un fun-
cionario de su despacho para que realice seguimiento 
y control a las actuaciones de los servidores públicos 
responsables de la ejecución de las políticas, planes, 
programas y proyectos de seguridad alimentaria. La 
Procuraduría General de la República deberá realizar 
un Informe Anual sobre la Situación del Derecho a la 
Seguridad Alimentaria y Nutricional y sobre el cum-
plimiento progresivo del derecho a la alimentación.

Artículo 30. Incentivos. El Sistema de Seguridad 
Alimentaria por medio de la Agencia Nacional de 
Seguridad Alimentaria deberá fomentar incentivos 
económicos para el desarrollo de la seguridad ali-
mentaria y nutricional, así como incentivos morales 
a las personas naturales o jurídicas que se destaquen 
en la promoción y fomento de la seguridad alimen-
taria y nutricional. El reglamento de la presente ley 
establecerá los tipos de incentivos morales, así como 
los criterios y requisitos para su otorgamiento que 
fomenten la cultura alimentaria y nutricional.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo 31. Disposición transitoria. El Comité In-

tersectorial de Seguridad Alimentaria, el Comité Inter-
sectorial de Primera Infancia, la Alta Consejería de Pri-
mera Infancia, la Agencia Nacional para la Superación 
de la Pobreza Extrema y el Observatorio de Seguridad 
Alimentaria, así como los Conpes y legislación exis-
tente en materia de seguridad alimentaria y nutricional, 
seguirán vigentes en todas las funciones, incluyendo 
aquellas en materia alimentaria que por competencia 
directa o por delegación se les habían asignado, hasta 
que entre en operación la Agencia Nacional de Seguri-
dad Alimentaria y Nutricional que las asumirá, lo cual 
deberá ocurrir dentro de los seis (6) meses siguientes a 
la entrada en vigor de la presente ley.

El Director de la Agencia Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional deberá adelantar de mane-
ra inmediata las medidas administrativas necesarias 
para el cumplimiento de las funciones asignadas en 
la presente ley. Teniendo en cuenta que las funcio-
nes, recursos y competencias de estas instancias se-
rán asumidos por la Agencia, su creación no repre-
sentará, en ningún caso, aumento en la nómina de 
funcionarios ni en el costo.

Parágrafo 1°. Para la Subrogación de Contratos, 
la Transferencia de bienes, activos y procesos judi-
ciales, el Comité Intersectorial de Seguridad Alimen-
taria, el Comité Intersectorial de Primera Infancia, 
la Alta Consejería de Primera Infancia, la Agencia 
Nacional para la Superación de la Pobreza Extrema 
y el Observatorio de Seguridad Alimentaria, debe-

procesos de contratación en curso que por su objeto 
deban ser ejecutados por la Agencia Nacional de Se-
guridad Alimentaria y Nutricional. También se hará 
relación de todos los bienes y procesos judiciales en 
los que sea parte cada entidad, las cuales continua-
rán con las acciones y trámites propios de cada pro-
ceso judicial hasta tanto sea efectiva la mencionada 
transferencia a la Agencia Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional. Los bienes y activos se 
determinarán y transferirán a título gratuito por mi-
nisterio de la ley, mediante acta de entrega y recibo 
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de inventario detallado, suscrita por los respectivos 
representantes legales, dando cumplimiento, en el 
caso de los archivos, a lo dispuesto en la Ley Gene-
ral de Archivo.

Parágrafo 2°. Los representantes legales de estas 
entidades suscribirán un acta que contenga la rela-
ción de los contratos, bienes, activos y procesos judi-
ciales, y formalizarán las respectivas subrogaciones 
y transferencias en un tiempo no superior a seis (6) 
meses siguientes a la expedición y sanción de la pre-

que para el efecto suscriban los representantes lega-
les de las entidades o sus delegados, las cuales serán 

cuando a ello hubiere lugar.
Artículo 32. Disposición transitoria.
2. Régimen de Personal. Los servidores de la 

Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria, en ma-
teria de administración de personal y de carrera ad-
ministrativa se regirán por lo señalado en el régimen 
previsto en la Ley 909 de 2004, el Decreto-ley 2400 

-
nen. En materia salarial y prestacional los servidores 
de la Agencia Nacional de seguridad alimentaria se 
regirán por lo dispuesto por el Gobierno nacional en 
ejercicio de las facultades consagradas en la Ley 48 
de 1992.

Artículo 33. Disposición transitoria.
3. Planta de Personal. De conformidad con la es-

tructura prevista por la presente ley, el Gobierno Na-
cional en ejercicio de las facultades señaladas en el 
artículo 189 de la Constitución Política y la Ley 489 
de 1998, procederá a adoptar la planta de personal 
necesaria para el debido y correcto funcionamiento 
de la Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional.

-
supuestal para proveer los cargos de Director de la 
Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutri-
cional será expedido por el Director del Departamen-
to Administrativo de la Presidencia de la República.

Artículo 34. Disposición transitoria
4. Reglamentación. La presente ley deberá ser 

reglamentada por el Presidente de la República en el 
plazo de 6 meses siguientes a la entrada en vigor de 

-
ganigrama interno del Sinsan, dentro del cual deberá 
garantizarse la participación social y mecanismos de 
articulación en los niveles nacional y territorial.

Artículo 35. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de su publicación en la 

, , y deroga todas las dispo-
siciones que sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

-
sión Plenaria del Senado de la República el día 18 
de junio de 2015, al Proyecto de ley número 54 de 
2014, por la cual se crea el Sistema Nacional para 
la Seguridad Alimentaria y Nutricional (Sinsan), se 
crea la Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria 
y se establecen otras disposiciones, y de esta manera 
continúe su trámite legal y reglamentario en la hono-
rable Cámara de Representantes.
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